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La recopilación de leyes de los Reinos de Indias mandada a publicar por Carlos 11 y 
aparecida en 1681, contiene disposiciones emanadas por la Corona a lo largo de 
los siglos xv, xv1 y XVI1. En este texto no aparece “la vagancia” como materia de 
ley aunque sí los vagabundos. El título rv del libro vn, que trata “de los vagabun- 
dos y gitanos”, no es más que una suma de disposiciones casuísticas. Sin embargo, 
el problema del orden aparece como una constante. En los vagabundos esta “cua- 
lidad” era más bien una carencia. Los vagabundos eran percibidos como elemen- 
tos perturbadores del orden”. 

Por ejemplo, una pragmática de 1566 dictada por Felipe 11 para todas sus 
posesiones, establecía una distinción entre verdaderos pobres y lo que se denomi- 
nó “pobres fingidos”. Los primeros eran aquellos que tenían una autorización 
vigilada para mendigar y los segundos “los vagabundos” entre los cuales se in- 
cluía a los mendigos útiles, gitanos, caldereros, extranjeros y vendedores ambu- 
lantes, que vendían frutas y otras cosas, tal como se consideraba en la propia 
península”, 

Dos años después, el mismo monarca dictaba una real cédula para América 
sobre que “no se consientan vagabundos”, refiriéndose a su presencia entre los 
indios y específicamente a los españoles que los inquietaban o perturbaban 


“... Los vagabundos españoles que viven entre los indios y en sus pueblos, les 
hacen muchos daños, agravios y molestias intolerables y conviene que los 
virreyes, presidentes y gobernadores... provean que no puedan estar entre los 
indios, ni habitar en los pueblos, con graves penas que les impongan y ejecu- 
ten en los que contravinieren sin remisión alguna: y ordenen que hagan asiento 
con personas a quien sirvan, ó aprendan oficios en que se ocupen, y puedan ganar y 
tener de qué sustentarse por buenos medios: y si esto no bastare ni lo quisieren 
hacer, los destierren de la provincia, para que con temor de la pena vivan los 
demás de su trabajo, y hagan lo que deben; y si fueren oficiales de oficios 
mecánicos o de otra calidad, oblíguenlos a emplearse en ellos, o en otras 


2% Recopilación de leyes de los reinos de las Indias, mandadas a imprimir y publicar por la Majestad 
Católica del Rey Don Carlos 11 1681, tomo 1, lib. vn, tit., pág. 319. 

1! Ver: Pérez, of. cit., pág. 167; “La Pragmática” es de mayo de 1566 y se encuentra en la 
Novísima Recopilación de las leyes de España, tomo v, lib. xn, tit. 31, ley v. 


23 


cosas, de suerte que no anden vagabundos: y si amonestados no lo hiciesen, 
échenlos de la tierra...”2. 


En América estos vagabundos, que la legislación catalogaba sólo de españo- 
les en una primera instancia, eran considerados un agravio y al mismo tiempo un 
“mal ejemplo” para esta especie de sociedad natural, limpia y originaria que 
debía ser la de los pueblos de indios. El mal ejemplo era “no servir a nadie” y no 
“ocuparse en lo que les correspondía”. 

El vagabundo también perturbaba el ideal de una organización de la pobla- 
ción en ciudades y pueblos. Fundar ciudades para la corona era un símbolo de 
conquista y dominio. Fundar una ciudad era fundar un orden. El principio básico 
de la política colonial del siglo xvi era“gobernar es poblar”, ello implicaba vivir 
en “república”, esto es, una vida urbana y arreglada, aunque fuese a base del cultivo 
de la tierra”. Este orden, la corona quiso hacerlo extensivo a la población autóctona 
al organizarla en pueblos, la vida civil-civilizada era el objetivo, aunque separa- 
damente de la población española . Por tanto, se dispuso una serie de medidas 
tendientes a la separación residencial de indios y españoles, asunto dentro del 
cual se encuentran las primeras leyes respecto de los vagabundos. 

En el siglo xvH la pereza fue señalada como la fuente de todos los vicios 
haciéndose sinónima de ociosidad, la fuente de todos los desórdenes. Se obligará 
a los ociosos a trabajar para despojarlos de su rasgo de inutilidad-improductivi- 
dad y, al mismo tiempo, como una medida para restablecer el orden perturbado. 
La “comunidad del trabajo”, la comunidad del orden, poseía el poder ético que le 
permitía rechazar, como a un mundo distinto, todas las formas de inutilidad so- 
cial. A fines del siglo xvu, por ejemplo, los vagabundos en América eran conside- 
rados una carga para la comunidad. 


“...Las justicias castiguen sus excesos con todo rigor, sin omisión, obli- 
gando a los que fueren oficiales a que trabajen en sus oficios, y si no lo fueren 
aprendan en qué ejercitarse o se pongan a servir, o elijan otra forma de vida, 
como no sean gravosos a la república, y den cuenta a los virreyes de todos los 
que no se aplicaren a algún ejercicio: y por el estrago que hacen en las almas 
estos vagabundos ociosos y sin empleo, viviendo libre y licenciosamente, 
encargamos a los prelados eclesiásticos que usen de su jurisdicción cuanto 
hubiere lugar a derecho: y si los virreyes, presidentes y gobernadores 
averiguaren que algunos son incorregibles, inobedientes o perjudiciales, échen- 
los de la tierra y envíenlos a Chile, a Filipinas u otras partes...”?, 


22 “Don Felipe II en Aranjuez 1 de noviembre 1568 que no se consientan vagabundos”, en 
Recopilación de leyes..., op. cit, tomo 1, lib. vi, tit. 1v, ley 1, pág. 319. Repetida por don Felipe V en 
la Instrucción de Virreyes de 1628. 

23 Magnus Mórner, La corona española y los foráneos en los pueblos de indias en América, pág. 155. 

24 “Don Felipe II instrucción de Virreyes de 1595”, en Recopilación de leyes..., of. cit., tomo 1 
lib. vn, tit. 1v, ley 11, pág. 319. 
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La conexión entre pobreza y trabajo, o entre cesación de éste y aumento de 
los gastos, que se desprende tanto de la Pragmática de 1566 -que distinguía entre 
verdaderos y falsos pobres— como de la legislación anterior, tenía que ver con la 
idea cristiana de que el trabajo posee poder propio para hacer desaparecer la 
miseria “no por su potencia productiva sino por una fuerza moral””, El trabajo, 
según esta concepción, no llevaba sus propios frutos ya que estos dependen de la 
benevolencia de Dios, pero aun si el trabajo es precario es forzoso realizarlo 
moralmente porque no se debe tentar a Dios: “El orgullo fue el pecado del hom- 
bre antes de la caída, pero el pecado de la ociosidad es el supremo orgullo del 
hombre una vez caído, el irrisorio orgullo de la miseria””", 

Esto también implicaba una nueva sensibilidad social en que los pobres y los 
vagabundos pasaron a formar parte de un problema de policía, con una nueva 
concepción de lo político que se venía gestando en el pensamiento europeo desde 
el Renacimiento, afectando también la reacción que se tenía ante la miseria ya sea 
como pobreza o como desgracia, en la que ya no se hablaría del hombre más que 
en relación a “sus deberes para con la sociedad y que mostrará en el miserable a 
la vez un efecto de desorden y un obstáculo al orden... ya no se trata de exaltar la 
miseria en el gesto que la alivia, sino, sencillamente, de suprimirla””. 

Los vagabundos pasaron a ser ociosos y, como tales, la fuente de todos los 
desórdenes, moralmente deficientes, unos viciosos. Si no se aplicaban al trabajo 
pudiendo hacerlo, debían ser expulsados de la comunidad. El vagabundo ya no se 
separará de la idea de ocio y se hablará del ocioso vagabundo. ¿Cuáles eran las 
características del trabajo que se le exigía? El proceso de objetivación del vaga- 
bundo como sujeto moral no cristaliza hasta fines del siglo xvi y está en estrecha 
relación con el armazón cultural de la sociedad colonial, los cambios en la estruc- 
tura económica y los ajustes de ese “armazón” cultural a realidades diferentes. 


Mano de obra libre y trabajo lícito en el conmocionado fin del siglo xvu 


La figura legal de vagabundo se aplicaba a los hombres libres. En España, desde 
el siglo XIv, se consideraba “vagamundo y holgazán” a todo hombre baldío que 
no se aplicase a labrar, esto es, a hombres libres sin lazos de dependencia. Bajo el 
reinado de Enrique II, en 1369, se promulgó una ley general contra vagamundos y 
holgazanes. En ella se estableció que los jueces debían encargarse de que no con- 
sintiesen “en los logares andar omes baldíos, más que los apremien que labren 
por jornales, por los precios sobredichos, e los que non lo quisieren fazer, que les 
den la pena de azotes, e otras penas corporales”, 

El origen etimológico del término “vagabundo”, también da cuenta de su 
conexión con la libertad, ya que éste se encuentra en “vacare”: estar vacío, estar 

25 Foucault, Historia..., 0p. cit., vol. 1, pág. 90. 

2% Ibid. 

7 Op. cit., pág. 92. 

** Citado por Pérez, 0f. cit., pág. 166. 
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libre, estar ocioso del cual deriva el sustantivo vagancia, holgura, sosiego, ocio, 
tiempo libre muy usual en toda la edad media, como adjetivo “vacuus es el que 
está vacío, vacante; vagabundo del latín vagabundus alterado por etimología po- 
pular en “vagamundo” en el siglo x1v “por influjo del adjetivo vago y de la locu- 
ción en vago, es el moderno vago” hombre sin oficio ni beneficio”. 

La organización señorial de la sociedad, reflejada en el sistema de encomien- 
da y en los asientos de trabajo a través de los lazos de dependencia, permite enten- 
der por qué los vagabundos podrían identificarse con todas las clases de mestizos 
y con los españoles pobres, siendo reunidos en los mismos acápites legales. De 
ahí también, que las leyes se refiriesen a ellos como hombres sin oficio y sin 
beneficio, esto es, sin el privilegio de acogerse a un usufructo o una utilidad sólo 
accesible para los que carecían de bienes y caudal por medio de un lazo de depen- 
dencia. Cobra sentido, entonces, la obligación de asentarse y sujetarse a servir que 
recayó sobre la población libre. 

Una causa criminal de 1689 seguida a Clemente Naranjo, confirma la co- 
nexión legal entre la categoría de vagabundo y la de hombre libre. Fue procesado 
criminalmente por “vagabundo y salteador, los fundamentos de tal acusación se 
cimentaban en que era un “pardo libre” y que en su confesión consignara que: no 
tiene oficio ninguno ni sirve a nadie”. El procurador de la ciudad, su defensor, no 
rebatió la acusación de vagabundo, sino que la de salteador, descrito en la causa 
como aquel que iba por los caminos “despojando de los vestuarios y cabalgaduras 
a todas las personas y maltratándolas con muchos golpes...”. El hecho de que 
Clemente confesara que: 


“andaba en los cerros de día y de noche unas veces en los cerros de Pelvín y 
otras en los de Merume... que siempre anduvo sólo y que para comer llegaba 
a pedir a los vaqueros y al hijo del capitán Don Francisco de Silva...y cuando 
no se la daban la cogía en la campaña..., es un detalle en el proceso no el 
fundamento de su calidad de vagabundo”*. 


La identificación de los vagabundos con los hombres libres también ha dado 
pie para hablar de la formación de un “sector social” que Rolando Mellafe ha 
denominado vagabundaje o chusma que, en el siglo XVI, no tuvo estatuto legal de 
población y era, por lo tanto, una porción humana que escapaba totalmente al 
control estatal. Se habría formado tempranamente en las grandes ciudades india- 
nas, donde obligó a los cabildos a hacer los primeros empadronamientos de po- 
blación. Las ordenanzas y reales cédulas comenzaron a referirse a ella llamándole 
indios, negros, mulatos y zambos libres”, 

2 Joan Corominas y José A. Pascual, Diccionario crítico etimológico castellano e hispánico, tomo 
v, págs. 728-729. 

%% “Causa Criminal contra Clemente Naranjo por vagabundo y salteador, Stgo. agosto de 
1689”, en A.N.R.A., vol. 2236, pieza 19. Confesión del reo, foja 23. 

3 Op. cit., auto cabeza de proceso, 23 agosto 1689, foja 20. 

*% Mellafe, La Introducción..., op, cit., pág. 120. Si constituyeron un sector social todos los que 
no ejercían su oficio o no servían a nadie o si todos los mestizos, indios, negros y mulatos eran 
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Un bando de 1683 del gobernador Joseph Garro es más claro en este sentido, 
porque considera que ser ocioso vagabundo es una situación (ausencia de trabajo) 
más que un rasgo definitorio de grupo. Pero lo importante es que el trabajo sí 
definía a un sector social, el de los que carecían de bienes propios administrables 
o caudal, es decir, los que debían ejercer los oficios mecánicos y prestar servicio 
personal. Insistir en la falta de dependencia cuando no se tenía más que a uno 
mismo, era estar sin trabajo, un vago. El bando mencionado es muy claro en este 
sentido; tenía por objeto “limpiar” el reino de la gente ociosa vagamunda que se 
sustentaba “del trabajo ajeno cometiendo robos y otros insultos para mantenerse 
con agravio e injuria de los buenos y virtuosos que viven honestamente de su 
trabajo”. Y por eso es muy claro en señalar la calidad de situación o “actitud” de 
las personas que pertenecían a un sector de la población: 


“todas las personas de cualquier estado y condición, españoles, mestizos, in- 
dios, negros, mulatos libres que no entendieren en la administración de sus 
propios bienes ni tuvieren caudal con qué poderse sustentar, los que queda- 
ban obligados a que elijan y tengan oficio y ocupaciones lícitas y honestas en 
que puedan ganar con su propio trabajo el sustento necesario y los que se 
aplicasen a oficios mecánicos se asienten y concierten con los maestros exa- 
minados en los otros oficios que tuviesen tiendas públicas por el tiempo que 
les pareciere y los dichos maestros tengan cuidado de que asistan y trabajen 
en las dichas tiendas y oficios y que no falten de ellas y si faltasen den cuenta 
a las justicias para que los apremien y castiguen y los que por este medio no 
se ocupasen se asienten y concierten para servir a otros que tengan hacienda 
propia por el salario que concertaren...”*, 


La preocupación por el control de la población libre de lazos de dependencia 
fue constante durante todo el siglo xv11. Por ejemplo, a raíz del terremoto de 1647, 
el cabildo de Santiago ordenó el empadronamiento de la población libre mestiza 
para que “quedara sujeta a algún control efectivo, como para poder obligarla a 
cooperar en la reconstrucción de la ciudad” *, La utilización de los hombres sin 


vagos, no se puede afirmar. Por otra parte, también se tiene el antecedente de la creación, por la 
Real Audiencia, en 1611, de un “juez de vagamundos”, con jurisdicción en el conocimiento de cau- 
sas en primera instancia, de efimera existencia porque chocaba con la justicia ordinaria de la ciu- 
dad en mano de los alcaldes, por lo que el Cabildo solicitó su supresión. Sin embargo, no se definía 
el objeto de su competencia, por tanto, se puede suponer que se trataba de los vagabundos de la 
legislación indiana, esto es, españoles, mulatos, indios, zambaigos y negros libres sin oficio, sin 
asiento que servir, sin aplicarse a ningún ejercicio. La creación de un juez específico que se encar- 
gase de los vagabundos, nos hace pensar en la calidad de aquellos sin trabajo independientemente 
de su condición racial, más que en un juez encargado de causar judicialmente, y separados del res- 
to de la población, a miembros de un sector social. 

%*“Auto del gobernador Don José de Garro, promulgado en forma de bando en Concepción 
el 28 julio de 1683”, en A.N.M.V., vol. 3, pieza. 77-b. 

4 Mellafe, La Introducción..., op. cit., pág. 27. 
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trabajo en las obras públicas se hizo común en el siglo siendo, por ejemplo, la 
principal mano de obra en el plan de reconstrucción de Santiago que el Cabildo 
anunció en 1669 . Este incluía las defensas del río Mapocho, puente del río Maipo, 
casas del Cabildo, cárcel de la ciudad, Casa de Recogidas y el puente sobre el río 
Mapocho”. 

Ser libre, por tanto, no implicaba carecer del deber de ocuparse. Recalcar esta 
obligación permitió —además de ordenar el espacio social- obtener mano de obra 
fuera de la esclavitud negra y la encomienda. Esta última, hasta fines del siglo 
xvu, fue la parte sustancial y fundamental de la fuerza de trabajo activa aunque su 
abolición definitiva no ocurrió hasta el año 1791. A esas alturas ya representaba 
muy poco en la estructura económica colonial, pero no fue la única fuente de 
obtención de mano de obra porque tenía limitaciones que hacían de ella un siste- 
ma estable e inestable al mismo tiempo. La estabilidad radicaba en que su usu- 
fructo era unipersonal, gracioso y con tendencia a la perpetuidad expresada en 
una, dos y tres vidas, por tanto, quien gozaba de ella podía estar seguro, pero ello 
implicaba que algún sector de la economía tendría déficit de mano obra. Al mis- 
mo tiempo, el usufructo significaba inestabilidad originada de los mismos rasgos 
anotados. Si el beneficio sólo podía ser otorgado por el Gobernador y el usufructo 
era personal, nada aseguraba que al cambiar el titular del reino se perdiese el 
otorgamiento, como efectivamente pasó. 

La guerra de Arauco fue otra de las causas de la inseguridad del sistema de 
encomienda, la más constante y temida. Debido a ella los indios que no estaban 
en guerra, eran considerados potenciales sublevados. Por otra parte, los embates 
mismos de la guerra y los desmanes de los soldados, incidían en la desintegración 
de los repartimientos y en la aparición de indios desarraigados, disminuyendo las 
posibilidades de mano de obra. El encomendero tampoco podía disponer a su 
libre voluntad de los indios que se le asignaban. 

La formación temprana y muy intensa del mestizaje, la fuga de indios y el 
transplante masivo patrocinado por el Estado, también contribuyeron al proceso de 
desintegración de la encomienda. Se adoptaron soluciones parciales, como la escla- 
vitud indígena y los traslados de población desde las colonias vecinas. Los asientos 
de trabajo permitieron utilizar a inmigrantes espontáneos y a la población mestiza 
libre. Por último, se recurrió a la esclavitud negra. A fines del siglo xvr1, la pobla- 
ción libre y racialmente heterogénea, era indispensable para todas las actividades 
económicas, necesidad imperiosa por la disminución de los indios de encomienda y 
autóctona del reino en general *. Por ejemplo, el empadronamiento de los indios, 
mulatos y zambaigos del año 1693 tenía como objetivo concretar el pago de tribu- 
tos para hacer de esta población sin estatuto legal, unos verdaderos súbditos. Pero 
esta empresa tenía motivaciones mucho menos teóricas. El fiscal de Su Majestad, 
Gonzalo Ramírez de Baquedano, argumentaba que el tributo debía ser pagado para 


* Armando de Ramón, Santiago de Chile (1541-1991). Historia de una sociedad urbana, pág. 82. 
1% Mellafe, La Introducción..., Of. Cit., págs. 107-144. 
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“el mayor aumento y mejor administración de la hacienda, buen gobierno de esta 
ciudad y reino y alivio de los vasallos”. Pero los fundamentos más desarrollados 
tenían que ver con el problema de la “falta de servicio” y el paralelo aumento de 
población mestiza libre no aplicada a servir: 


“...porque pertenece al buen gobierno de el reino y esta ciudad que no haya 
tantas personas ociosas y vagamundas, las cuales no teniendo de qué vestir- 
se y alimentarse es preciso que se apliquen a hurtos y robos salteamientos, 
lujurias y todos los demás vicios y atrocidades que se originan de la ociosi- 
dad y necesidad como se ve por experiencia en los muchos y continuados 
delitos que se cometen... porque su ejecución redundará en su beneficio y 
utilidad de los vasallos... por ser así, que ya por las pestes y otros acciden- 
tes, se haya sin indios ni gente de servicio todo este reino y ciudad de 
Santiago de suerte que se ven destruidas las más haciendas y mayores del 
grave dispendio del cuerpo universal que mantiene en paz y quietud vuestra 
Real Corona y con fuerzas contra cualquiera invasión y con esta providen- 
cia se alivia en alguna parte...”*. 


La guerra no era la causa de la carencia de brazos, sino que las pestes y otros 
accidentes que no se mencionan. Esta es una prueba de la crisis demográfica de la 
población indígena de paz que alcanzó su punto crítico en 1650. Entre 1540 y ese 
año hubo por lo menos quince años de epidemias mortíferas en que desapareció 
el 75% de esta población, por lo que el período ha sido denominado como el del 
desastre demográfico. Entre peste y peste se sucedían años de sequías o lluvias exce- 
sivas, luego sobrevenía un periodo de hambruna y nuevamente una epidemia, 
posiblemente estos hayan sido los accidentes a que hacía referencia el fiscal*, 

Las modalidades alternativas a la encomienda suplieron esta carencia de gen- 
te, pero legalmente nada obligaba a trabajar a la población libre, es decir, al pago 
del tributo. Sin embargo, tal como se ha visto, esta población formaba parte de la 
mano de obra a través de los asientos de trabajo. Esta denominación, desde el 
último decenio del siglo xvi, se daba en Chile al contrato destinado a dar obliga- 
ciones estables a los indios que no estaban bajo tutela directa de los españoles 
asentándolos con amos y luego se hizo extensiva a los mestizos libres, mulatos, 
negros horros, menores españoles o de otras categorías étnicas. Se trataba de 
trabajo no calificado, o si era calificado, sufría una subestimación por razones 
raciales ”. La expresión corriente de este concierto era que el asentado lo hacía 


7 “Auto del fiscal Don Gonzalo Ramírez de Baquedano, 22 julio 1693”, foja 161, 162, en Autos 
seguidos por el Sr. fiscal de su majestad, sobre el empadronamientos de los indios, mulatos y zambaigos, y pago 
de tributos, 22 junio de 1693 a 7 marzo de 1704, en A.N.R.A,, vol. 1.755, pieza 29. 

*%* Rolando Mellafe R., “Aproximamiento al esclarecimiento de la coyuntura de la población 
autóctona de Chile”, págs. 15-28. 

3% Álvaro Jara, “Los asientos de trabajo y la provisión de mano de obra para los no- 
encomenderos en la ciudad de Santiago 1586-1600”, pág.24. 
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como persona libre, de espontánea voluntad y se especificaba un salario, alimen- 
tación, curación en las enfermedades que pudieran sobrevenirle y educación (doc- 
trina)*%. 

El documento sobre pago de tributos planteaba terminar con esa voluntad de 
concierto, como una salida a la escasez de mano de obra 


“obligar a todas la personas de sus referidos, a que trabajen en sus oficios, 
sirvan a sus amos, asentándolos a la voluntad de cualquiera que quisiese 
servirse de ellos, con calidad y condición del salario que devengasen estén 
obligados los amos a pagar el tributo... y que dichos sirvientes no puedan 
dejar dichos asientos por todo el tiempo de él ni mudarlos, sin voluntad de 
sus amos, sino fuere por malos tratamientos que les hagan, o no pagarles el 
salario (si así ocurriese) los asienten a otro cualquiera, y que las justicias ten- 
gan obligación de hacer cumplir dichos asientos a pedimento de los dichos y 
a recogérselos y restituírselos de todas las fugas y ausencias que hagan...”*. 


El asiento de trabajo pasaba a ser obligatorio y a voluntad del contratante. 
Una vez hecho el concierto no había forma de salir de él, y si se hacía, la justicia 
tenía poder para asignar otro “amo”. A esta mano de obra podía acceder “cual- 
quier persona que quiera servirse de ellos pagándoles su salario y asegurándoles 
el tributo pueden recurrir a las justicias haciendo manifestación de ellas y pidien- 
do asiento y éstas tengan obligación de ejecutarlo así...”*”. La disposición también 
incluía a los indios yanaconas que “no tenían asiento ni lugar conocido y andan 
vagando así de las provincias de este reino y de sus encomiendas...”**. Se preten- 
día, entonces, establecer una especie de mercado de mano de obra libre, pero sin 
libre voluntad de concierto. Era una nueva modalidad del asiento de trabajo con 
rasgos de semiesclavitud ya que sólo se podía huir por maltrato y ausencia de 
salario, para entrar inmediatamente en poder de otro amo, ni siquiera existía la 
posibilidad de deshacer el contrato. 

La única forma lícita, según esto, que tendrían los hombres libres para cum- 
plir con el pago del tributo era en esta nueva modalidad del asiento de trabajo, así, 
inmediatamente todos los ociosos vagabundos pasaron a ser, en sí mismos, delin- 
cuentes por no cumplir con la ley *. Los jueces debían asegurar que todos toma- 
sen asiento 


Jara, 0p. cit, págs. 25-26. 

1! “Autos seguidos por el Sr. fiscal de su majestad, sobre el empadronamientos de los indios, 
mulatos y zambaigos, y pago de tributos”, 22 junio de 1693 a 7 marzo de 1704, en A.N.R.A., vol. 
1755, pieza 29, ítem v, foja 161. 

12 Op. cit., ítem vi, foja 161v. 

'3 Op. cit., item vin, foja 161v. 

+1 El tributo impuesto por este empadronamiento, afectaba a todos los que “llegaren a 18 años 
y no pasaren de 50”. Debía individualizarse calidad racial o “especie” , el oficio o ejercicio a que 
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“y si con algún pretexto o causa, o sin él o porque andan vagando o porque 
no quieren servir, se resistieren dichas personas al servicio..., puedan sin más 
delito ni causas, ser echados por las justicias a los minerales de oro y plata de 
este reino, asentándolos con el minero que pareciese asegurando este el tribu- 
to de su salario...”*”. 


La mano de obra forzada, en estricto rigor, se destinaría a la actividad más afecta- 
da por la disminución de la población indígena: la minería. 

Este procedimiento fue considerado ilegal por el rey Felipe V en una real 
cédula de 26 de abril de 1703, enviada a la real audiencia de Santiago, que trataba 
sobre los “Tributos que habían de pagar los indios yanaconas vagos y sin oficio y 
los negros, mulatos y mestizos”. Después de ser analizada la situación por el 
Consejo de Indias, se concluyó que a indios y yanaconas vagabundos 


“se les precise a vivir en sociedad y pueblos y aprender oficios, cuidando las justicias 
de que tengan reducciones por los medios prevenidos, obligándoles a ello, 
siendo los conciertos del servicio con libertad e igualdad en los tributos, dán- 
dome a mí lo mismo que al encomendero y tratándolos bien, agasajándolos y 
aliviándolos, porque si han pagado más hasta aquí ha sido corruptela, no ley 
ni costumbre, procurando se reduzcan a pueblos y se avecinen...”*, 


El monarca reivindicaba la libertad del asiento de trabajo refiriéndose a él 
como el acto en que “voluntariamente arrendasen sus obras por algún tiempo, 
pero que una vez concertado en él no pueden apartarse, pero que este ha de ser 
contrato libre de una parte a otra, con calidad que luego se cumpla el contrato, 
puedan volver a acomodarse como quisieran...”. E insistía en este punto aunque se 
tratase de negros, mulatos y mestizos libres vagabundos: 


“los que no tuvieren oficio y fuesen vagabundos se les precisará a que sirvan 
por asiento, no como se insinúa por los autos de esa audiencia, a la voluntad del amo, 
si no a la del sirviente, pues se les debe tratar como a libres y sólo les podrá 
obligar a cumplir el asiento que voluntariamente hubieren hecho, no habien- 
do causas legítimas conforme a derecho...”*, 


se aplicaban y si se tenía dueño o amo. El monto del tributo se gravaría al arbitrio de la Real Au- 
diencia, considerando si las personas tenían “oficio, granjerías de labranza o crianza, mercaderías, 
pulperías...”. Esto testimonia que indios, mulatos y zambaigos, cubrían variadas actividades 
económicas a esas alturas, 

4 “Autos seguidos por el Sr. fiscal...”, 0f. cit., ítem vu, foja 162. 

1 Richard Konetzke (ed.) Colección de documentos para la historia de la formación social de Hispa- 
noamérica 1493-1810, vol. 1, tomo 1, págs. 86-68; “Real Cédula sobre los tributos que habían de 
pagar los indios yanaconas vagos y sin oficio y los negros, mulatos y mestizos Madrid, 26 abril 
1703”. 

7 Konetzke, op. cil. 
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La corruptela de los “empresarios chilenos” consistió, en cuanto a los indios 
yanaconas, en no deducir del tributo cobrado lo que correspondía a doctrina, 
corregidor y protector. Se procedió de tal forma durante diez años, informándose 
al Rey sobre la situación sólo en 1699 por medio del protector general de los 
indios Juan del Corral Calvo Latorre, manteniéndose también durante ese tiempo 
lo dispuesto sobre el asiento de trabajo. 

La real cédula se refería también a “mestizos” que no aparecían incluidos en 
el auto de 1693. Por tanto, disponer de mano de obra libre a voluntad, fundamen- 
tada en el pago del tributo, se había hecho extensiva para la mayoría de la pobla- 
ción. ¿Una vez restituida la libertad de concierto, fueron liberados los trabajado- 
res asentados contra su voluntad?, ¿se debe a ello la carencia de documentación 
respecto de vagabundos a fines del siglo XVII y principios del siglo xvi, dado que 
en cierta forma ya no existían hombres libres, y, si los había, éstos podían ser 
absorbidos inmediatamente? 


Tierra y mano de obra: 
la racionalización de la producción a fines del siglo xvu 


La preocupación por la disponibilidad de mano de obra por parte de encomenderos 
y no encomenderos finalizando el siglo xv, también debe entenderse dentro del 
marco de las transformaciones estructurales de la economía del reino. Parte de la 
segunda mitad del siglo está marcada también por una aguda crisis derivada del 
terremoto de 1647, lo que sumado a sequías, epidemias y la nueva sublevación 
indígena de 1655 sumió al reino en muchos años de pobreza**. Pero también 
debemos considerar la adaptación del sistema económico a las nuevas exigencias 
del mercado exterior, esto es, peruano, que se tradujo en el reemplazo en las 
exportaciones del sebo por el trigo y una relativa prosperidad. 

En la segunda mitad del siglo xvi y primera del siglo xvi, la producción 
agropecuaria se enfrentó a la falta de mano de obra y a la escasez de capitales. La 
racionalización de la producción, en este estadio, significó “simplemente una 
mayor eficacia en el uso de los recursos disponibles”*. 

Las medidas propuesta por la Real Audiencia para captar mano de obra libre, 
coinciden con el período crítico en que los productos agropecuarios descendieron 
al 43,98% del valor de exportación a raíz de la apertura del mercado peruano al 
trigo chileno; 1694-1696 fue una etapa dura en que tanto los “cosecheros como 
los campos se estaban acomodando a esta nueva demanda”””. Todos estos elemen- 
tos llevaron a una racionalización “hasta el extremo posible la producción y por 
primera vez un verdadero sentido de empresa y de rendimiento agrícola primó en 
las relaciones de producción agraria””, Asunto en el cual también se incluyó la 


1% Mellafe, “Las primeras crisis...”, 0f. cit., pág. 277. 

* Op. cit., pág. 85. 

*% Armando de Ramón y José Manuel Larraín, Orígenes de la vida económica chilena 1659-1808, pág. 100. 
*I Mellafe, “Las primeras crisis...”, 0p. cit., pág. 278. 
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mano de obra como recurso. Este proceso fue asumido, principalmente, por los 
latifundistas, es decir, por los propietarios de tierras que transformaron éstas en 
una unidad económica, social y al mismo tiempo en un “foco de poder rural”* lo 
que les permitió influir en el gobierno local. 

La mano de obra pasó a ser una preocupación vital para los latifundistas y 
empresarios coloniales, cuyos intereses vemos reflejados en el bando de 1683 y en 
el empadronamiento de 1693. Era un objetivo tan prioritario, que incluso se cayó 
en la corrupción de los sistemas de trabajo o “corruptela”. Los medios ilícitos no 
sólo afectaron a la población libre sino, también, a la ya existente mano de obra 
encomendada, fuesen indios de pueblos, de repartimiento, encomiendas de indios 
yanaconas o de indios cautivos de la guerra. 

El mismo año en que el monarca rechazaba el abuso en el cobro de tributos a 
los indios yanaconas y pedía respeto a la voluntad de los hombres libres para 
concertarse, por medio de otra cédula, suprimía los llamados “depósitos de in- 
dios” que era la figura utilizada para trasladar, de forma provisoria, población 
indígena a las estancias”. Sin embargo, tanto por voz del Gobernador como por 
la del cabildo de Santiago, se le manifestó al monarca la impracticabilidad de la 
reducción a pueblos en forma “legal”, aduciendo las razones tantas veces expues- 
tas contra la supresión del servicio de los indios a fines del siglo xvu: sublevacio- 
nes, fugas, peligro de la mezcla con los indios fronterizos y resistencia de los na- 
turales a cambiar de costumbres, sobre todo su rasgo deambulatorio”**. El que ya 
no fuesen un recurso abundante, no implicaba que dejasen de ser explotados. 

La presión sobre la mano de obra encomendada se devela asimismo como 
una cara de los conflictos derivados del uso de la tierra, dado que la reducción a 
pueblos significaba también redistribución de las tierras disponibles. Los indios 
encomendados no tenían libertad de residencia, arraigados a la estancia del enco- 
mendero por su vida y la de su sucesor hereditario, a la muerte de éste todo en- 
traba en redistribución. Si la encomienda cambiaba de beneficiario, éste intenta- 
ba, inmediatamente, el traslado de los indios a sus tierras. Por otro lado, los indios 
de pueblos desde fines del siglo xv no gozaban de una buena situación: 


“...las tierras de comunidad, la legua del ejido establecida por las leyes reco- 
piladas del título 11, libro vi, habían sido distribuidas en mercedes a los espa- 
ñoles, cuyos ganados destruían los sembrados de los naturales... en las estan- 
cias los encomenderos los ocupaban en sus propias faenas o los alquilaban a 
los vecinos... la cédula de 15 de octubre de 1696 ...ordenó cumplir exacta y 
puntualmente las leyes recopiladas sobre tierras de los pueblos y distancias 
de ellas a los españoles, debiendo reducirse a tales pueblos a los indígenas...”%*, 


% Mellafe, “Latifundio...”, 0p, cit., págs. 80-114. 

% Real cédula citada por María González Pomes, “La encomienda indígena en Chile durante 
el siglo xvii”, págs. 80-103. 

5 Ibid. 

* Mario Góngora, “Notas sobre la encomienda chilena tardía”, cita pág. 46. 
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Sin embargo, siguiendo la tónica de la perversión de los sistemas, esta real cé- 
dula no se cumplió y, en 1699, el protector general de los indios, Juan del Corral, 
fundamentaba la acción diciendo que, si se señalase la legua del ejido “quedarían 
los más de los españoles sin tierras”. Agregaba también, que si se efectuaban las 
reducciones, dado que había un exceso de tierras para tan pocos indios, muchas 
de ellas quedarían baldías. Para evitar la dispersión de los indios sugería que se 
redujeran definitivamente a las estancias de los encomenderos con la condición 
legal de pueblos, con tierras suficientes, viviendas, capilla con capellán pagado. 
Esto significaba —en palabras de Mario Góngora- una especie de “territorialización 
de la encomienda, una fusión con la propiedad rural” en que el encomendero 
coincidiría con el estanciero y el pueblo sería inamovible. Pero la cédula citada 
(26 de abril de 1703), también desaprobaba esta práctica por considerarla contra- 
ria al derecho que prohibía que el encomendero tuviese estancias, ganados u 
obrajes en los pueblos de indios o cerca de ellos. No obstante, en 1713 y 1717, nue- 
vas cédulas insistieron en la prohibición de esta perversión”. 

En el siglo xv esta estrategia también se aplicó a la mano de obra libre, 
“concentrar a los peones de las haciendas cerca de las casas del propietario, para 
dirigir mejor las faenas y exigir mejor el cumplimiento del servicio””. Se puede 
pensar que los hombres libres asentados obligatoriamente desde el empadrona- 
miento de 1693, también pasaron a engrosar las filas de esta mano de obra encla- 
vada en las haciendas o cercanas a ellas, con la ventaja de que no era obligatorio 
para el empleador asegurarles tierras, sino sólo un techo. Con posterioridad a la 
real cédula de 1703 no encontramos documentos que insistiesen en la condena del 
sistema corrupto, lo que podría deberse a que el asiento no presentaba tantas 
obligaciones entre las partes como la encomienda y porque, en definitiva, no se 
suprimió el pago del tributo para los negros, mulatos y mestizos libres. Ante la 
supresión de los indios de depósito y el predominio de la población libre, se de- 
bió recurrir ya no sólo a mecanismos de captación de mano de obra sino, tam- 
bién, a mecanismos de retención de la misma como el peonaje estable y estacional: 
“la gran propiedad fortalecida, procura asentar al pueblo rural”, 

El cultivo cerealero dio una nueva potencia y concentración a la difusa vida 
de la antigua estancia ganadera, provocando una valoración de la tierra y una 
necesidad más intensa de servicio aumentando, debido a ello, los distintos tipos 
de trabajadores rurales: esclavos, peones y esa forma mixta de tenedor de la tierra 
y vaquero que es el inquilino”. Dado el valor que adquiría la tierra en sí misma, 
el interés prioritario de los empresarios fue definir y consolidar los sistemas labo- 
rales y racionalizar la producción, antes que arraigar a la población. Controlarla 
sí, pero no darle acceso a la tierra. 


* Góngora, “Notas sobre la...”, of. cil. 

7 Ibid. 

Góngora, Vagabundaje..., op. cit., pág. 6. 

' Mario Góngora, Origen de los inquilinos de Chile Central, pág.74. 
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Los hombres libres engrosaron las filas del peonaje, aunque no se puede ase- 
gurar su proporción entre estables y estacionarios, también fueron inquilinizados 
para hacer más atractiva su permanencia en las haciendas. Sin embargo, el arren- 
damiento o inquilinaje suponía la existencia de capitales para el pago del canon, 
la explotación ganadera o las mejoras. La tenencia de la tierra también fue varian- 
do y, del “préstamo” (tenencia precaria que no constituye posesión ni propiedad 
y que dominaba el valle central en el siglo xvn identificándose con zonas ganade- 
ras), se pasó al “arrendamiento” en consonancia con el valor que adquiría la tierra 
a raíz del cambio en la producción predominante, el poder rural era el control 
sobre la propiedad de la tierra”. Había que demarcar claramente los límites entre 
el propietario y el arrendatario. 

El préstamo pudo haber sido una opción para la población que no tenía bie- 
nes propios ni administrables, porque no implicaba posesión de capitales. Los 
yanaconas e indios libres efectivamente fueron beneficiados, desde fines del siglo 
xvi, con este tipo de tenencias en las estancias de los españoles concertados o 
asentados mediante salario a servir en la tierra por plazos, al punto de hacerse 
sinónimos yanacona e indio de estancia a mediados del siglo xv. Ser tenedor 
precario y ser peón no eran calidades incompatibles ni excluyentes. De hecho, ya 
desde fines del siglo xv11 los asentados recibían el nombre de “peones””, 

Los hombres sueltos sin bienes, según lo anterior, no pudieron engrosar las 
filas del inquilinaje, pero sí las del peonaje estacional y permanente. El peón 
estacional era el que se alquilaba por meses y su nombre derivaba de su empleo 
en tareas estacionales: cosecha, matanza, vendimia. Los peones estables o perma- 
nentes se concertaban por año como los vaqueros, yegiierizos, cabreros, moline- 
ros, muleros, peones de viña, de tropa y de arria. Estos últimos tenían sus propios 
ranchos, los estacionales vivían allegados o donde podían*”. Por tanto, el inquili- 
no también era un peón, pero su condición de arrendatario lo hacía distinto al 
hombre sin bienes propios que sólo aportaba su fuerza de trabajo. 

La mano de obra libre, predominante en el siglo xvi, no sólo lo era por el 
cambio estructural en la fuerza de trabajo, sino también por su conveniencia para 
la nueva racionalidad económica expresada simplemente como la utilización de 
trabajadores menos caros para las empresas, asunto que, bordeando la segunda 
mitad del siglo, resultaba claro para los empresarios del reino. Un peón era más 
“barato” que un indio encomendado o un esclavo, porque no era una exigencia 
protegerlo, vestirlo, curarlo en la enfermedad, pero lo más importante era que 
podía ser despedido cuando no era necesario. La obra de José Fernández Campino 
es muy ilustrativa en este punto cuando señala las ventajas de la mano de obra 
alquilada o peonizada por sobre la encomendada: 


“* Ver Góngora, Origen de los..., of. cit., capítulo Iv: “Préstamos de tierras”, págs. 33-46, 
e! Op. cit., págs. 67 y 68. 
“2 Ibid. 


35 


“que aunque generalmente se apetecen para los trabajos de el reino y aspiran 
sus hacendados y chacareros ( que corresponden a quintas) al logro de alguna 
encomienda de ellos son fundados en asegurar peones seguros y caseros para 
el cultivo de ellas, y faenas de sus cosechas que en lo demás no admiten 
utilidad alguna. Porque un indio encomendado con la suministración que les 
corresponde por Reales Ordenanzas y el aditamento para su conservación, 
curaciones y demás manutención de familia que no sirve y molestia que dan 
para su crianza... congratulación y libertad, compartimiento de bienes y tie- 
rras para su permanencia, es mucho más caro, que un peón anualmente alqui- 
lado o según la precisión o urgencia por el tiempo que se necesite para las 
faenas que concluidas se despide...””, 


EL SIGLO DE LAS LUCES Y LOS “OTROS”: 
LA OCIOSIDAD COMO DISCURSO DESDE EL PODER PARA EL PODER 


En el siglo xvm el discurso sobre la ociosidad era un discurso sobre el trabajo, la 
utilidad y el.orden que se dirigió principalmente a la población libre avalando las 
medidas de compulsión al trabajo y también aquellas tendientes al control de las 
conductas que afectasen el orden laboral. En este siglo cristalizó la noción de 
ociosidad que señala que es un vicio perder el tiempo, malgastarlo o desperdiciarlo, 
dejarlo pasar inútilmente no haciendo nada o no ocupándose en cosa alguna. De 
esta manera, sería también “el estado de una persona que no trabaja, que no se 
ocupa en nada, que carece de empleo, oficio, destino u ocupación, dejando pasar 
el tiempo sin provecho para ella ni para la sociedad y también como la palabra, 
juego o diversión necia, fútil ó perjudicial que es efecto del ocio”*, El discurso 
sobre la ociosidad forma parte, si no es lo medular, de la política de disciplinamiento 
social que empreden los sectores dominantes para afianzar y mantener el control 
sobre la población, empresa a la cual sirvieron perfectamente las ideas de orden y 
civilización del racionalismo ilustrado. 

En el siglo xvi la expresión “ociosidad y vagamundidad” reunía todas las 
faltas al trabajo lícito, por tanto a la virtud y la civilidad. En la causa seguida a 
Bartolomé Díaz, en 1734, la expresión aparece para referirise a que éste no tenía 


“otro ejercicio de andar robando, y continuamente en las casas de juego, de 
cuyos hechos se han seguido y siguen muchos muy malas consecuencias en 
menoscabo de las haciendas de los vecinos que componen esta República y lo 
que es más que, de tolerarse semejantes delitos no tendrán, enmienda los 
vivientes y se aumentarán los gravámenes en ella, cuyo abuso es ya acostum- 


0% José Fernández Campino, Relación del obispado de Santiago de Chile remitida a la Corte en el año 
de 1744, fojas 59v y 60. 

%* Ramón Domínguez, Diccionario nacional o gran diccionario clásico de la lengua española, tomo Kn, 
pág. 1.276. 
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brado en el referido Bartolomé... y otros sujetos de su clase que sólo se podrán 
contener a fuerza de corrección... es un hombre ocioso y vagamundo, y jun- 
tarse con malas compañías y enviciado en hurtar, al negarlo, se le replicó que 
cómo lo hacía cuando es constante que por causa de la ociosidad y vagamundidad 
con que ha vivido y vive se mantiene de los robos...””, 


La vagamundidad se refería a la ausencia de trabajo lícito entendido como 
aquél que se ejercía en sujeción a servicio, del cual era transgresor un hombre que 
insistía en la falta de dependencia. Por esto es que el protector de pobres señalaba 
que los cargos, contra Bartolomé, eran falsos porque durante tres años había ser- 
vido a Miguel de la Jara, uno a Martín Herrera, otro año a Pascual Díaz y otro a 
Matías Carreño: “que hacen 6 años por todos y siendo la edad de mi parte 16 años 
no puede haberle quedado tiempo en que se pueda llamar vagamundo y sin ofi- 
cio”, 

En esta perspectiva, la movilidad adquiría un rasgo sospechoso de improduc- 
tividad. Así, según la documentación de mediados del siglo xvi, al ocioso vaga- 
bundo se le adherirá la connotación de holgazán: no vivía de su trabajo, no tenía 
oficio ni amos a quienes servir”. Sí, porque el discurso sobre la ociosidad como 
discurso del poder para el poder, tuvo como primer objetivo potenciar la produc- 
tividad. Así, la movilidad también podía ser controlada por medio del discurso, 
por ejemplo, la sospecha sobre la honra. A Pedro Jáuregui, acusado de vagabun- 
do, ocioso y ladrón de ganado en 1720, se le hizo cargo de que: “no tiene oficio y 


' “Causa Criminal contra Bartolomé Díaz por ocioso vagabundo y ladrón. Partido de Maule, 
1734-1735”, en A.N.R.A., vol. 2.830, pieza 39, fojas 93-93v. 

Op. cit., presentación del Defensor de Pobres Don Gregorio Goicochea, Santiago 22-11- 
1735, foja 130. 

% “Bando de buen gobier*fo para la villa de Copiapó de 3-1-1747”, en “Registro de bandos 
publicados para el buen gobierno de la villa de Copiapó desde 1743 a 1773”, en A.N.F.V., vol. 
342, foja 221-221v. Los ociosos vagabundos, por ordenanza de 9 de enero de 1753 para la villa de 
Copiapó, debían salir “della dentro de tercer día con apercibimiento de que serán aprehendidos y 
se los precisará al servicio de obras públicas, a ración y sin sueldo, si fueren españoles y de otra 
calidad inferior se le darán 50 azotes y se echarán fuera de esta villa por ser necesario así a la 
administración de la Real Justicia”. El bando de 1759, para la misma ciudad, incluía las penas para 
los peones que bajaban de las minas sin autorización, y aparte, aquellas para los de “la clase de 
ociosos y vagamundos”, los que tenían tres días para irse de la villa, pero ahora se establecía pri- 
sión por dos meses para aquellos que no lo hiciesen e igual tiempo de trabajo en la obra de la iglesia 
para los españoles. A los negros, indios y mulatos (no habla de mestizos) se les agregaban 50 
azotes. En 1766, otro bando para la misma ciudad, hablaba de “Vagabundos y Holgazanes que no 
viven de su trabajo ni tienen oficio ni amos”, en él no se hacía distinción entre los españoles y la 
“gente inferior”, además se ordenaba que: ningún “mesonero ni persona que acoge gente, ni bode- 
gonero acoja ni reciba rufianes ni mujeres que ganan por sus personas ni ladrones ni vagabundos, 
ni hombres casados ni otros vecinos del pueblo, ni otras personas sospechosas”. También debían 
ser expulsados de la villa los amancebados, alcahuetes y hechiceros, los que cantasen pallas y 
palabras sucias “de noche ni de día en poblado ni en camino so pena de 100 azotes y destierro de 
un año”. Estas medidas se repetirán hasta los bandos de 1773. 


anda ocioso vagabundo con sus hermanos y por tales no paran en el partido... y se 
han pasado a este huyendo de las justicias...”**, 

Los dos casos citados dan cuenta de una vigilancia constante sobre la mano 
de obra o la potencial población activa. Un bando de 1736, de Manuel Silvestre de 
Salamanca, sirve de hito en el proceso de concreción de esta tarea como un obje- 
tivo de gobierno sobre todo en relación con la mano de obra rural. El documento 
lo conocemos indirectamente, fue invocado por el alcalde provincial de la villa 
de San Martín de la Concha, Quillota, en 1737 para 


“averiguar las costumbres y modo de vivir de algunos mozos que residen en 
este partido de la costa, unos por vía de arrendatarios y otros agregados a 
ellos sin ocuparse en trabajo alguno [y se cite a los residentes] para que decla- 
ren lo que supieren de algunos sujetos que se mencionan que se han manteni- 
do en este dicho partido en mala reputación y sin ocuparse en trabajo algu- 
nO... o, 


La vigilancia se concentraba en el Valle Central, triguero y latifundista, lo que 
coincide con la concentración de causas criminales (partido de Maule 37,1%, San- 
tiago 27,3%, Colchagua 12,6%), sólo se cuenta con dos de ellas para el Norte Chico. 
Esto podría explicarse, siguiendo a Marcello Carmagnani, porque allí la crisis de 
mano de obra se presentó más tardíamente que en el Valle Central: “esta región 
experimenta la ruptura estructural sólo a partir del primer decenio del siglo xvi, 
cuando aparecen las primeras destrucciones de los pueblos indígenas para transfor- 
mar a sus ocupantes en peones””. Este proceso de desintegración tardía se explica- 
ría también en razón de que las encomiendas en esta región carecieron de la movi- 
lidad de las del núcleo central, transformándose casi en una pertenencia familiar. 
Por otro lado, la fuga de indígenas era más difícil ya que “fuera de los valles las 
tierras eran de corta extensión, mas fáciles de inspeccionar y poco propicias para la 
subsistencia y los caminos difíciles de transitar””. Sin embargo, de la misma forma 
que en el resto del reino, se debió recurrir a la población mestiza de toda clase para 
suplir la carencia de mano de obra resultante de las nuevas condiciones productivas 
y también de la región: naciente exportación triguera al Perú y reflorecimiento de 
la minería. A pesar de que desde los inicios del siglo la minería había presenciado 
una serie de nuevos descubrimientos que iban de Copiapó a Santiago, auge que 
importó una mayor demanda de brazos en el sector, y de que los empresarios en su 
mayor parte no eran encomenderos, el probJema de la mano de obra en el Norte 
Chico no fue crítico hasta mediados del siglo. 


* “Causa criminal contra Pedro Jáuregui por vago. Partido de Colchagua 1721”, en A.N.C.G., 
vol. 287, fojas 121-132. Auto cabeza de proceso, foja 122. 

* “Causa criminal contra Simón Jeria por varios delitos. Quillota, 1731”, en A.N.R.A., vol. 
2308, pieza 19, foja 203. Auto cabeza de proceso 20-1-1731. 

7% Carmagnani, El salariado..., op. cit., pág.22. 
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Por otra parte, aunque en esta zona la crisis de mano de obra no fuese patente 
hasta mediados del siglo xvi, no deja de intrigarnos por qué las causas criminales 
aociosos vagabundos son tan escasas, no obstante ser aquí el control de los peones 
un punto central de la administración local. Más aún, los bandos dictados para la 
ciudad de Copiapó en el transcurso de la segunda mitad del siglo xvi (1743-1773), 
constituyen la documentación más explícita sobre las medidas de disciplinamiento 
de la mano de obra. Uno de ellos, fechado el 17 de agosto de 1743, señala que el 
valle estaba “alborotado” y que la gente andaba a “deshoras de la noche porque las 
pulperías se encontraban abiertas a cualquier hora”. El origen de este desorden era 
el “grande concurso de gente baldía vagamunda y ociosa que ha venido y se halla 
al presente en este valle tiene perturbada la quietud y sosiego de él pues sólo se 
emplean en andar a deshoras en gavillas causando varios escándalos ocasionando 
historias y repetidos alborotos...”. El bando ordenaba el cierre de todas las pulperías 
a las ocho de la noche “para que todos se recojan a sus casas y hospicios y dejando 
en quietud y sosiego a todo este poblado””. 

Todo aquél que se encontrase en la calle después de la hora de queda —incluyen- 
do a indios, mestizos, negros, mulatos, españoles vecinos y españoles forasteros— 
recibiría cincuenta azotes por las calles públicas y destierro al arbitrio del corregi- 
dor. Las penas discriminaban racialmente, pero no la aplicación de la calidad de 
ocioso vagabundo. Los españoles vecinos, por una primera vez, pagarían una multa 
y por una segunda serían desterrados, lo mismo correría para los forasteros. 

Un bando de 1745 dictado por el corregidor de Copiapó, Francisco Cortés, 
“sobre que los peones de minas no bajen a esta villa sin licencia y sobre la tasa de 
los peones jornaleros””*, es otro ejemplo de esta necesidad de vigilar, controlar y 
disciplinar la mano de obra para ordenar la producción y obtener así mejores 
rendimientos. En el bando se señala que el problema era que las fábricas de 
fundición y laboreo de las minas no “adelantaban” ni “aumentaban” y esto se 
debía a “la ninguna orden reglada que tienen en esta villa y su jurisdicción los 
peones y gente de trabajo porque estos entregados al ocio y vicios no se aplican al 
trabajo diario ni de minas, ni de fábricas ni de labranzas...””*, 

La ausencia de normas y vida reglada del peonaje provenía, según las autori- 
dades de gobierno, de su tendencia al ocio. Esta apreciación legitimaba las medi- 
das que limitaban su libertad como la de prohibir el abandono de las minas sin 
licencia del “amo” so pena de veinticinco azotes y ser remitido a la mina de 
donde se había salido. 

El bando mencionado hace alusión a otro problema: “los peones deben creci- 
das cantidades a los vecinos de esta villa y no consiguen que les trabajen muchas 


“Bando de buen gobierno para la villa de Copiapó sobre que se cierren tiendas y pulperías 
en tocando la queda, 17-8-1743”, en “Registro de bandos publicados...”, 0p. cit., en A.N.F.V., vol. 
342, foja 7. 

% “Bando para la villa de Copiapó de 7-8-1745”, en: “Registro de bandos publicados...”, 0f. 
cit., en A.N.F.V., vol. 342, foja 13. 

Ibid. 
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veces un día al mes...””. Incluía medidas para reglamentar el salario ya que, 
debido al dificultoso control que se tenía sobre los peones, el aumento de éste y el 
adelantamiento de jornales eran contraproducentes para retener la mano de obra. 
No se les debía pagar más de siete pesos al mes, de abril a septiembre, por ser los 
días más cortos y, de octubre a mayo, ocho pesos y lo mismo a los que trabajaren 
por días, incluyéndoles a todos la comida diaria. El que se excediese de dichos 
montos pagaría una multa de veinticinco pesos. Evidentemente, los empresarios 
competían por obtener mano de obra. 

Los bandos generales para todo el reino insistieron durante todo el siglo en el 
desorden de la gente de servicio. Uno promulgado en 1746 por el gobernador Do- 
mingo Ortíz de Rosas confirma que el problema de la escasez de mano de obra 
justificaba las medidas de disciplinamiento y que esta crisis, implicaba una ten- 
sión entre minería y agricultura porque la misma cantidad de gente, o recurso 
disponible, debía satisfacer las necesidades de ambos sectores “en lo más preciso 
de las faenas se ausentan de los dueños y muchas veces teniéndoles adelantados 
los salarios y en todos los minerales acostumbran el mismo exceso en grave 
perjuicio de los dueños de minas y también de las labores de los campos””. 

Queda claro que la opinión negativa respecto de los ociosos vagabundos se 
originaba de surasgo de improductividad y no de su errancia en primer término, 
dado que, tanto la población rural como la minera, espacialmente era inestable ya 
fuese por el carácter intrínseco de una vida a merced del descubrimiento de un 
mineral, como también por la estacionalidad en las labores del campo”. 


El discurso sobre la ociosidad como discurso sobre el otro: 
plebe, criminales y vagos 


El discurso sobre la ociosidad en el ámbito de la productividad tiene el cariz de 
“tacha”, una especie de indicador de la población que se deseaba fuese compelida 
al trabajo. Esta tacha o estigma supone una concepción respecto a la naturaleza 
del que la recibe. Los primeros en recibir la tacha de ociosos habían sido los 
indios. El cabildo de Santiago, en 1708, decía que los indios libres eran: “altaneros 
y ociosos; cuando la necesidad los compele se conciertan a servir con hacendados 


% “Bando para la villa de Copiapó de 7-8-1745”, en: “Registro de bandos publicados...”, of. 
cit., en A.N.F.V., vol. 342, foja 13. 

7 “Bando de buen gobierno para todo el reino de 29-4-1746”, copia del publicado en la villa 
de Copiapó, en: “Registro de bandos publicados...”, op. cit., en A.N.F.V., vol. 342, foja 16. 

77 Fernández Campino, en la Relación..., of. cit., señala lo siguiente respecto a la precariedad 
de los asentamientos mineros: “durando sólo esta población...mientras dura el mineral que se 
descubrió y a proporción de él se aumenta o disminuye la concurrencia con que nunca hacen 
situación; asiento ni casas permanentes en estos parajes, porque se mudan a otro que esté de mejor 
fama... y concurren los aficionados mineros a estos parajes y adonde se llega la dificultad de hacer 
poblaciones estables y permanentes entre esta multitud que es un gremio muy copioso ...que 
habiendo estos nacido o criados en esta vida la consideran por la más apreciable todos pobres; más 
con esperanzas y humos de riqueza...”, foja 32, 
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pobres en parajes remotos por un mes, una semana o un día raramente por un año 
pidiendo un anticipo cuando entran y fugándose al poco tiempo””, 

Al disminuir este segmento de la población, los herederos del estigma fueron 
los mestizos. El fiscal José Perfecto de Salas, a mediados del siglo, afirmaba que la 
población del país era mucho más crecida que lo que mencionaban documentos 
anteriores y que este aumento era abultado por los mestizos, más aún, en su 
opinión los indios no habían desaparecido sino que se habían transformado en 
mestizos 


“después de un prolijo examen, así entre los indios como en los españoles, 
abundando entre éstos con estremo la clase de mestizos, porque los indios no 
se han consumido, como cree el vulgo, sino que de la mezcla con los españo- 
les ha resultado esta tercera especie, minorándose los de aquella de color, 
tanto como se ha aumentado los individuos de la otra...””. 


Los mestizos deberían llenar el vacío dejado por los naturales y asumir el rol 
de mano de obra. Ante los sectores dominantes esta población se homogeneizó y 
fue catalogada como “gente inferior”, objetivados moralmente respecto de su 
tendencia a los vicios, los que provenían de su tacha heredada: la ociosidad. Tal 
fuerza tuvo este raciocinio que el historiador Diego Barros Arana, refiriéndose al 
“estado social” de Chile al terminarse el periodo colonial, habla de “los mestizos: 
miserable condición de las clases inferiores”. El mestizo -según este autor— debía 
su situación, ser miserable, a los “vicios inherentes a las dos razas de que prove- 
nía, a la ignorancia en que estaba sumida y a la miseria creada por la falta de 
industria”, no obstante eran “fuertes y vigorosos, aptos para cualquier trabajo, re- 
signados y sufridos para soportar las fatigas y las privaciones”. Barros Arana los 
clasifica de plebe, haciendo una distinción interna en relación con una moral 
relacionada a la dependencia o subordinación, para él mayordomo, vaqueros de 
las haciendas y sirvientes domésticos eran menos “peligrosos” debido a que se 
habían acogido a unas ocupaciones “más o menos tranquilas y regulares i una 
vida más ordenada”: 


“...entre los mayordomos i vaqueros de las haciendas, los sirvientes domésti- 
cos i peones que en los campos y en las ciudades se ocupaban en los mas 
mínimos y penosos trabajos industriales, había gran diferencia de posición; i 
eran los mas menesterosos i desamparados, porque eran también jeneralmente 
los mas inconstantes en el trabajo los más viciosos i los más inclinados a la 
vagancia. Las jentes de esta condición, i sobre todo los últimos, eran designa- 


% Citado por Góngora, Vagabundaje..., of. cit., pág. 8. El documento se encuentra en el 
Archivo General de Indias, España, Real Audiencia de Chile 138. 

% José Perfecto de Salas, “Relación del Reyno de Chile de Santiago hasta Chiloé escrita por 
el Fiscal de Santiago de Chile”..., fechada en Santiago 5 de marzo de 1750, en Ricardo Donoso, Un 
letrado del siglo xvi, el doctor José Perfecto de Salas, tomo 1, págs. 106-133, cita pág. 111. 
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dos jeneralmente con el apodo depresivo de “rotos” , como espresión de la 
miseria en que vivían i el desaseo i pobreza de sus trajes. Esa palabra, en el 
lenguaje vulgar del país, era sinónima de plebe”*, 


Para Barros Arana, no obstante poseer los mestizos favorables y cuasi “natu- 
rales” aptitudes para trabajar (fortaleza física y resignación), eran miserables. Su 
miseria, por tanto, puede explicarse exclusivamente por la poca aplicación al 
trabajo. Esta herencia afectaba, sobre todo, la obligación moral, individual y de 
responsabilidad social que tenía el mestizo ante el resto de la sociedad: trabajar. 
De hecho, la asociación en el discurso entre plebe-mestizos-peones, es clara. La 
tacha de ociosidad, entonces, se extendía ahora a un sector social denominado 
“plebe” que debemos entender como mestizo y peonizado (o “peonizable”). 

Barros Arana se hace eco (si no reflejo), de un discurso ideológico social que 
cobró forma en la segunda mitad del siglo xvi respecto de una población-plebe 
que debía ser controlada por las autoridades al ser percibida como “peligrosa” 
para el orden. El mecanismo de control social que se adoptó era uno efectivo para 
la sociedad de la época: el desprestigio. No se podía enjuiciar a todos y cada uno 
de sus componentes, pero sí convencer, discursear, sobre que esta plebe era capaz 
de cualquier cosa porque moralmente era deficiente. Eran “distintos”, eran unos 
“otros” respecto de la civilidad ordenada: bárbaros, míseros y mal inclinados. 

El historiador Francisco Encina será más explícito y tajante respecto a la 
naturaleza del mestizo: “el español y el aborigen, al cruzarse, no sólo legaron al 
mestizo la repulsión por el trabajo, sino que produjeron una interferencia moral, 
determinada por el choque de las normas ancestrales y diferentes de ambas par- 
tes.."%; 

El gobernador Manuel de Amat y Juniet (1755-1761) es el máximo exponente 
de este discurso ideológico respecto del “bajo pueblo”, recogido por la historio- 
grafía tradicional. Asumió el gobierno en 1755, tres años después consultó a la 
Real Audiencia sobre la conveniencia de dividir ese tribunal en dos salas, una 
para la vista de juicios civiles y otra para los criminales. El origen de su consulta 
radicaba en que, desde su ingreso al gobierno, lo que más “desvelos” le había 
ocasionado era la cantidad de “crimonosos” del reino*. La Real Audiencia consi- 
deró que esto no era alarmante, por tanto, no eran necesarias dos salas fundamen- 
tando su parecer en el convencimiento de la “poca malicia” de los habitantes. 
Decía que el número de crímenes y delitos era poco en relación a las favorables 
condiciones para delinquir que ofrecía el reino: 


*0 Diego Barros Arana, Historia jeneral de Chile, tomo vn, págs. 440-441. 

3 Francisco Encina, Historia de Chile desde la Prehistoria hasta 1897, tomo tv, pág. 553, 

*% “Oficio del gobernador Amat a los señores presidentes y oidores de la Real Audiencia, 27 
de mayo de 1758”, en Consulta del señor Presidente Manuel Amat y Juniet a la Real Audiencia de 
Santiago sobre la división de Salas para la vista de juicios civiles y criminales, mayo-junio de 1758, en 
A.N.R.A. vol. 2.801, pieza 129, fojas 218-218v. 
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“la despoblación de todo el país a excepción de las ciudades de Santiago, la 
Concepción y Coquimbo y en la banda de Mendoza, San Juan y la Punta de 
las diez villas, que se empezaron a fundar desde el año de cuarenta y dos y de 
las que actualmente se establecen a orillas de Bío-Bío, todo lo demás el Reyno 
en la extensión de trescientas y tantas leguas de Copiapó a Penco está habita- 
do de ranchos esparcidos unos por las quebradas de los cerros, otros en las 
malezas de los montes y todos tan separados de la comunicación...y sin em- 
bargo de que las soledades provocan a las muertes..., éstas no son tan frecuen- 
tes como deberían lo que sólo se explica porque este pueblo: ni conoce tantos 
vicios, ni tiene en tanta relajación los más comunes, la obediencia es el pri- 
mer atributo de su fidelidad. Cuando se lee en las historias que se hayan 
sublevado los vecinos? Antes opuestos al común enemigo siempre que han 
sido precisos sus alientos... tan satisfechos viven de su suerte que sólo apete- 
cen lo que es indispensable a mantenerlos y si fuese vicioso el desapego por 
extremado sería culpable su descuido. Abunda el reino de cuanto puede ser- 
vir a la comodidad, al fausto y al regalo y no obstante contentos con su 
poncho y unas yerbas ni buscan más abrigo para el frío y el reposo si se sacia 
el apetito de otros frutos...”**, 


Esta Real Audiencia “humanista” de mediados de siglo no concordaba con la 
percepción del Gobernador. Para Amat el problema del control de la población y 
del desorden era una cuestión de criminalidad. Para él toda medida parecía inútil 
porque no veía sino falta de enmienda: 


“porque aunque es cierto que se traen muchos de ellos a esta cárcel y que se 
les substancian sus causas, como que también que a algunos se les aplican las 
penas legales: pero muy bien le consta a Vuestra Señoría que todo se actúa 
con tal lentitud, que muy rara vez se logra el fin principal del escarmiento: 
pues cuando viene a verificarse la ejecución de la justicia es después de tan 
dilatado tiempo que apenas que muy pocos hacen recuerdo del delito: a que 
concurre que por la mayor parte de los que traen de campaña a quienes no ha 
dado las viruelas mueren anticipadamente en la prisión de muerte natural 
antes de experimentar el último suplicio: otros hacen fuga y no pocos salen 
bajo de fianza de cárcel segura o juzgado y sentenciado desamparan la causa 
una vez que logran la libertad... no hay quién los acuse, o porque se confun- 
den en la misma multitud y así se ve con frecuencia, que llega el caso en que 
a un mismo reo al cabo de más años se acumulan a su proceso dos tres y 
cuatro causas indefinidas”**, 


* “Oficio del gobernador Amat a los señores presidentes y oidores de la Real Audiencia, 27 
de mayo de 1758”, of. cit., fojas 228-228v y 229. 
** “Oficio del gobernador..., 0f. cit., fojas 219v y 220. 
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Lo que quería el Gobernador era la efectividad de las penas, el escarmiento, 
la enmienda y corrección adquirida por la experiencia del daño propio o ajeno. El 
castigo ejemplar era fundamental para que los habitantes aprendiesen y se corri- 
giesen, pero sólo sería efectivo si se ejecutaba con rapidez. Según esta lógica, el 
olvido era el mayor aliado del crimen. 

Para cumplir con sus objetivos de corrección, entregó al grupo de los hacen- 
dados facultades que acrecentaron su poder social. El hecho era que la política de 
poblaciones, que pretendía reunir en villas a los habitantes no había tenido resul- 
tados y la vida rural, predominante en el territorio, siguió siendo en ranchos 
dispersos cuyos habitantes estaban sujetos a la jurisdicción del dueño de la tierra 
donde se encontraban. Atendiendo a esta realidad, el Gobernador concedió a los 
hacendados la facultad de ejercer como jueces de comisión: “para el conocimien- 
to de causas criminales de algunos hombres ladrones, vagamundos y amancebados 
porque este delito modo de vida es digno de castigo para que le sirva de escar- 
miento y a otros de ejemplo...”*". Esta atribución era concedida luego de hacer 
una petición al gobernador o al corregidor más cercano, entregándose (en teoría) 
sólo a los hacendados “que distasen más de dos leguas de una villa o ciudad”*", 
Las peticiones para ejercer como jueces de comisión aumentan entre los años 1756 
y 1808 distribuidas desde Quillota a Puchacay, situación que puede atribuirse a 
esta medida. Las peticiones aparecen primero para el corregimiento del Maule y 
en el resto de los partidos, notoriamente, desde la década de 1770*. 

Las oponiones sobre la plebe podían ser más duras que la de Amat, por ejem- 
plo, la del fiscal José Perfecto de Salas, disidente de sus colegas de la Real Au- 
diencia. Para él, la dispersión rural impedía saber la magnitud de los crímenes, 
estos debían ser muchos más de los que se tenía noticia. Más allá de la ciudad se 
extendía lo desconocido, el peligro, el “refugio de malhechores”: 


“en el terreno vasto de toda la gobernación es incomprensible el número de 
estos sucesos desastrados que se oyen referir a los viandantes, principalmente 
en esas minas que es el refugio de los malhechores, sin que en diez años que 
ha que sirve la plaza de Fiscal haya oído decir más que de una causa criminal 
en Coquimbo en las [otras] jurisdicciones ...se abrigan reos de los más enor- 
mes delitos y lastimosas muertes...; y finalmente es sabido, que no hay fiesta 
alguna de estas que se hacen y celebran en campaña (que son innumerables al 
cabo del año) que no cueste tres o cuatro muertes fuera de heridas y robos y 
como en el distrito de quince o veinte leguas no suele haber más juez que un 
mal teniente o un desdichado comisario, burlándose de ellos se pasan de un 


$5 “Auto cabeza de proceso a la causa criminal a Santiago Gutiérrez por ladrón, Colchagua, 
1738”, en A.N.C.G., vol. 286, foja 103. 

$ Góngora, Vagabundaje..., op. cit., pág. 10. 

* A.N.C.G., vols.: 15-149-292-301-609-688 y A.N.A.C.L.G., vol. 140. Se reunieron 36 
peticiones. 


corregimiento a otro con lo que evitan la persecución y logran que al cabo de 
un año o dos cuando más no haya quién se acuerde... y si acaso sale la viuda 
o algún heredero con un par de cabras o con una yunta de bueyes a usanza de 
los indios, queda todo compuesto y el matador pasea sin recelo...”*, 


El fiscal Salas confirma la conexión ideológica entre peonaje libre, ociosidad 
y crimen al referirse a los “ladrones”, aduciendo que el real peligro no estaba en 
su número sino que sus distintas clases, la más peligrosa era la de los peones 


“y contrayendo el discurso a una sola de las infinitas clases que es la de los 
peones, oficiales o sirvientes que pocos la conocen por tal, hallará Vuestra 
Merced que estos hurtan de tantos modos que son la Polilla que arruinan las 
haciendas y hacendados: pues ellos hurtan en lo que piden adelantado y que 
es preciso darles a sabienda de que roban, hurtan en las fallas que hacen; 
hurtan en el tiempo que pierden, hurtan en lo que hurtan y hurtan en lo que 
se van debiendo cuando uno menos piensa y en lo mejor de la faena que tal 
vez se pierde por ellos y así van corriendo de hacienda en hacienda y de valle 
en valle debiendo a uno, a uno diez a otro veinte a otro quince y los misera- 
bles dueños, o por no hacer nuevos costos o porque con la prisión no consi- 
guen el fin principal de ser pagados, los dejan de perseguir y se retiran cansa- 
dos sin lograr siquiera el escarmiento por ser este un mal necesario...”*. 


Por tanto, las medidas propuestas por el gobernador Amat, le parecían ade- 
cuadas porque ayudaban al loable deseo “de extinguir o siquiera minorar la nu- 
merosa tropa de haraganes y facinerosos de que está sofocado el reino y si ésta se 
contempla como cierta especie de comisión dentro de la esfera de la jurisdicción 
criminal que por derecho le compete a cualquiera de los señores ministros...”%, 


El gobernador Amat manifestaba su preocupación por el “índice de peligro- 
sidad” y violencia que se manifestaba en la plebe. Esta apreciación se originaba 
de la relación discursiva entre aumento de la “gente” y, proporcionalmente a él, 
el aumento de haraganes, por tanto, un aumento de la ociosidad, un aumento de 
los vicios y, en definitiva, de la “criminalidad”. Entre la opinión dura del gober- 
nador respecto de la plebe y la más “comprensiva” (¿compasiva?) del máximo 
tribunal de justicia existía, sin embargo, un punto de encuentro que las unificaba: 
su comunión en una especie de teoría antropológica que hacía de los sujetos 
catalogados como plebe, unos seres inferiores cuyos vicios podían y “debían” ser 
corregidos. La diferencia está en que el gobernador encarnaba la postura de que la 


$ “Vista del fiscal de su majestad Don José Perfecto de Salas al presidente y gobernador Don 
Manuel de Amat y Juniet, Santiago 28 de mayo 1758”, en “Consulta del señor Presidente Manuel 
Amat...”, op. cit., fojas 224 y 225, 

Op. cit., foja, 225-225. 

2 Op. cit., foja 226. 


inferioridad de la plebe era connatural a ella: “eran” viciosos. El fiscal Salas 
incluso los comparaba con las polillas, roían, destruían y atacaban animados por 
la ociosidad. La opinión de la Real Audiencia, sin dejar de considerar a la plebe 
como inferior, situaba a ésta en un estadio formativo y no consolidado y por ello 
era posible su corrección. Según esto, los “plebeyos” más bien eran víctimas de 
una inferioridad que los hacía débiles moralmente. Los letrados del tribunal seña- 
laban que, si bien las muertes y las heridas eran comunes entre la plebe, se debían 
más bien a la embriaguez que a su “temperamento natural”: 


“si se examinan sus impulsos, más los incita la embriaguez que una fuerza 
natural que los domine; y a la manera que son más fáciles de remediar los 
achaques originados de una casualidad que los que se exaltan del tempera- 
mento, y así también es más pronta la corrección en esta clase de hombres, 
porque se encuentra menos corrompida su humanidad... con que teniendo 
todos los alicientes al delito, que les faltaba para un total desempeño, si no los 
detuviera su propia cobardía...””. 


En la década de 1780, se hablaba de Santiago como de una ciudad populosa y 
se concluía que, a medida que aumentaba la población, “en la misma proporción 
estaban creciendo los homicidios, robos y otros delitos...”*, 

Armado de Ramón, en su historia sobre la ciudad de Santiago, habla de un 
proceso de consolidación de la capitalidad que se iniciaría por 1730, culminando hacia 
1850, en el que la ciudad se configuró como un centro urbano concentrando los 
servicios, ofreciendo expectativas de vida (aunque estas fuesen más ilusorias que 
reales), generando una corriente de inmigración que derivó en un aumento de los 
habitantes de la ciudad entre los años 1750 y 1850. Lo anterior, a juicio del histo- 
riador, se observó principalmente “en el desplazamiento de los bordes urbanos, 
con lo cual estaremos verificando sólo la expansión de los arrabales, es decir la 
vecindad de los pobres... ya entonces era incesante la llegada de gente venida de 
las regiones rurales...”*. 

Considerar a la ciudad cada vez más peligrosa por ser cada vez más populosa, 
se relaciona también con el miedo a la plebe cuyo discurso en la “ciudad” tuvo 
como adalid al famoso corregidor de Santiago Luis Manuel de Zañartu. La 
ociosidad de la plebe, para él, fue un asunto de “conversión”, una especie de 
nueva empresa de conquista y civilización. Para el historiador Francisco Encina 
este funcionario fue el “salvador”, junto al gobernador Amat, de un período que 
él califica de profunda relajación del respeto a la autoridad y a la ley comprendido 
por la primera mitad del siglo xvi. Este autor describe la decisión del goberna- 
dor Guill y Gonzaga de nombrar a Zañartu corregidor, como: “un nombramien- 


9 “Vista del fiscal de su majestad Don José Perfecto de Salas...”, of. cit., foja 228. 
22 Op. cit., pág. 108. 
% De Ramón, 0f. cit., pág. 114. 
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to que debía quedar legendario en la historia de Chile”, fundamentalmente, 
porque éste 


“se propuso por sí solo, en el espacio de una vida, lo que en la historia, hasta 
hoy día, sólo ha realizado la influencia muchas veces secular de la coerción 
social: imponer al mestizo el hábito del trabajo, la sobriedad, la honradez y el tipo de 
vida correspondiente a un pueblo civilizado. Anticipándose a la República, colocó 
al frente de su programa el lema: “Por la razón o la fuerza”. Los azotes, los 
grillos y los trabajos forzados harían ciudadanos útiles, laboriosos y sobrios a 
los que no quisieran convertirse voluntariamente, y los balazos y la horca 
eliminarían a los recalcitrantes... Había que realizar un plan de obras públicas 
que diera trabajo remunerador a los brazos que proyectaba arrancar a la ocio- 
sidad y empleo útil a los penados...”**, 


Zañartu, para concretar su plan de obras públicas, debió competir por la 
mano de obra frente a los hacendados y mineros. La solución fue ocupar la pobla- 
ción que estaba en las cárceles. En este ambiente social dominado por la obsesión 
del orden, en la que el trabajo era una de sus manifestaciones y en que el éxito 
económico se sustentaba exclusivamente en la mano de obra y no en las técnicas 
de producción, podemos entender por qué la fuerza de trabajo, que se observaba 
no aplicada a nada, ociosa, fuese presionada a trabajar extendiéndosele la tacha de 
potenciales delincuentes, legitimando, de esta forma, la coerción social”. 

El disciplinamiento de la población siginificó también racionalizar el tiempo 
de ocio. Los juegos no eran diversión sino “malentretenimiento” y, junto a las 
pulperías, los lugares de reunión como canchas, chinganas y la propia calle fue- 
ron objeto de vigilancia y control. Juegos y pulperías desviaban de las obligacio- 
nes a la gente de trabajo, eran una “distracción”. El gobernador Jáuregui decía, en 
1773, que las canchas de bolas eran “la causa manifiesta de que le gente de trabajo 
no se entretenga sino en juegos”””. Ordenó, entonces, que estas sólo estuviesen 
abiertas los días de fiesta y no los hábiles, que eran días de trabajo. Su prohibición 
también se extendió a las casas de trucos y a que en ninguna casa particular se 
consintiesen juegos, fuesen de cualquier tipo, so pena de dos años de destierro 
tanto para los jugadores como para los consentidores de tales entrentenciones- 
distracciones. 

Anteriormente, el corregidor Zañartu, en un expediente sobre el inconve- 
niente de estos locales en la capital sobre todo de los gobernados por mujeres, 


% Encina, 0. cit, págs. 552, 565, 566-567. 

% El que desarrolló en el transcurso de dieciocho años -1762-1780- comprendiendo la 
conducción del agua de la quebrada de San Ramón para el consumo de los habitantes, los nuevos 
tajamares del Mapocho, los refugios del camino de Uspallata y el puente de Calicanto. 

** “El subdelegado de Racagua al gobernador, en respuesta a sugerencias para evitar males”, 
en A.N.C.G., vol. 688, fojas 321-325. Extracto de bando de buen gobierno del gobernador 
Agustín de Jáuregui, 1773, f. 323v. 
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enunciaba el peligro que veía en ellos: “sólo se encontraba todas las noches ocio- 
sos borrachos y vagamundos”, otros sencillamente no trabajaban “porque dichas 
pulperías los consienten, y no los echan por su propio interés...”. ¿Quiénes eran 
estos vagos y a quiénes perjudicaba su vagancia oculta en las pulperías?: 


“no es de menos reparo que la causa de dichas pulperías es la perdición de 
todos, pues los hacendados dueños de obras, y otros que les es preciso valerse 
de peones, no concluyen sus obras por falta de ellos, pues luego que se em- 
briagan con el salario que ganaron en la semana se mantienen en dichas 
pulperías siguiendo la borrachera hasta que ya no tienen qué gastar hasta que 
se desnudan, y luego la falta que hacen a sus patrones por lo que se atrasan sus 
trabajos y faenas por ser todos o los más sin vergiienza ni honra y lo mismo 
las pulperas que por lo común de la plebe...””. 


El gobernador Marqués de Avilés, en una ordenanza de 1796 para todo el 
reino, permitió sólo 20 canchas de bolas por villa las que podían ser abiertas a 
partir del término de la misa mayor los días de fiesta y “que en los de trabajo no 
se admitan en ella, oficiales, jornaleros, artesanos o otros sujetos de trabajo que en 
ningún día se consientan en ellas a los esclavos e hijos de familia, ni se tengan o 
permitan juegos de dados, ni de suerte, y embite...”*, 

A mediados del siglo xv, la plebe era “peligrosa” tanto por su número como 
por su diversidad. Esta percepción llevó a que las autoridades hiciesen del 
disciplinamiento social una tarea prioritaria, el miedo a la población numerosa, 
desconocida y diversa desconcertó a los grupos dominantes. Ya no se trataba 
simplemente de indios y españoles, ni siquiera de éstos y mestizos, sino que de 
toda clase de mezclas. Las distinciones por el color de la piel tampoco eran útiles 
cuando éste se hacía más uniforme. A fines del siglo xvi, por ejemplo, para 
reafirmar la estratificación social que el color de la piel ya no aseguraba, se 
recurrió a la vigilancia en el vestir correcto de cada cual de acuerdo a “su estado, 
sexo y calidad”. Esta realidad distinta llevó a repensar sobre el problema de la 
dominación y cómo enfrentarlo, quiénes dominaban y quienes eran subordina- 
dos. Se resolvió calificando al otro, objeto de dominación, como inferior y débil. 

El miedo a una población de la cual no se tenía información cierta de sus 
formas de sostenimiento, que ni siquiera era “conocida por los jueces”, no era una 
reacción tan descabellada. Era la reacción ante lo desconocido. Esto significa que 
el aumento de población, asociado al mestizaje, generó una readeacuación del 


* “Expediente sobre inconvenientes de pulperías manejadas por mujeres por el regidor 
corregidor justicia mayor, lugarteniente de Capitán General Don Luis Manuel de Zañartu. Santiago 
1763”, en A.N.C.G., vol. 690, fojas 270-276. 

% “El subdelegado de Rancagua al gobernador, en respuesta a sugerencias para evitar males”, 
en A.N.C.G., vol. 688, fojas 321-325. Ordenanza de buen gobierno del gobernador Marqués de 
Avilés, diciembre 1796, foja 325. 

% José Toribio Medina, Cosas de la Colonia. Apuntes para la crónica del siglo xvi en Chile, pág. 91. 
Bando de buen gobierno de Ambrosio O'Higgins de 19 de agosto de 1788. 
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poder local hacia dentro. El aumento provocó descontrol. El padre Miguel de 
Olivares señala que la sospecha, la duda, la desconfianza, la inseguridad y el 
temor, fueron los mecanismos adoptados para detener el “mal”, lo que podemos 
entender como una alerta o vigilancia constante de unos sobre otros 


“... han dispuesto muchas veces los señores presidentes y oidores para arran- 
car el mal de raíz que se inquiera y averigiie, de qué vive cada uno, y que no 
hallándole a alguno fondo ni arte honesto para adquirir lo que gesta, se tenga 
por sospechoso, y con justísima providencia, pues no debiéndose creer que 
los tales viven de milagro, en no probando los buenos medios de que se valen 
para adquirir, está la presunción contra ellos, y si no se purgan suficientemen- 
te, deben darse por convictos y ser castigados como ladrones...”!%, 


La sublevación de los presos de la cárcel de Santiago el 23 de septiembre de 
1758, representó una situación límite en el plano de los símbolos de la domina- 
ción porque los “plebeyos”, que debían mantenerse subordinados, habían inverti- 
do los roles convirtiéndose el suceso en alarma de subversión total del orden. 
Esto motivó la creación de la Compañía de Dragones —un cuerpo policial con 
carácter militar— proyecto aprobado por una Real Orden de 12 de octubre de 
1760. En palabras del gobernador Amat, este cuerpo era lo que se necesitaba para 
“mantener contenido a su pueblo de los desórdenes de su número y especies de 
gentes de que se compone”'”, 

Las medidas del gobernador, para los contemporáneos del siglo, representa- 
ron una suerte de comprobación de la teoría de una plebe peligrosa por naturale- 
za. Según el cronista Vicente Carvallo y Goyeneche, este gobernante había com- 
prendido cabalmente el peligro con la sublevación de los reos: “este ocurso le 
hizo conocer lo ropas que es la tropa para contener los desórdenes del 
populacho...”'%. 


La vagancia y los vagos, los “otros” encarnados 


El ocioso vagabundo, en la segunda mitad del siglo xvin, al encarnar las cualida- 
des del mal trabajador fue utilizado como un modelo pedagógico. No sólo se era 
un vago por no tener “trabajo” sino por practicar conductas propias de vagos. Las 
pulperías y las canchas de juegos, como vimos, pasaron a ser sus lugares de re- 
unión, pero no porque los que allí estuviesen no tuviesen trabajo, sino porque 
estar ahí era un indicio de que se estaba en una situación de descuido o de posi- 


10% Miguel de Olivares S,)., Historia Militar, Civil y Sagrada de lo acaecido en la Conquista y 
Pacificación del Reino de Chile, tomo v, pág. 82. 

10! “Real Orden de 12-10-1760”, aprobando la creación de la Compañía de Dragones, en 
A.N.C.G., vol. 723, foja 225. 

1 Vicente Carvallo y Goyeneche, Descripción histórico-geográfica del reino de Chile, tomo IX, 
pág. 298. 
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bles faltas laborales. La preocupación por el buen “destino” que se daba al tiempo 
subyacía a esta consideración, el entretenimiento en estos lugares pasaba a ser 
distracción y por ello malentretenimiento. 

Mantener un régimen laboral más libre era peligroso y se corría el riesgo de ser 
catalogado de ocioso vagabundo, de ser sospechoso de ausencia de trabajo y , por 
tanto, también de ser considerado más proclive al crimen, al delito y a los vicios 
que llevaba aparejada la ociosidad. Dentro del modo de vida que rehuía el trabajo, 
que era la ociosidad, la vagamundería y el malentretenimiento, se incluyó también 
el desplazamiento que efectuaban los peones hacia los distintos centros de oferta de 
trabajo porque, en la óptica del control de la mano de obra y de la sospecha que 
recaía sobre ella, esto era considerado una falta, una ausencia y una huida: 


“en los meses de verano con motivo de las ciegas, de las vendimias, de la 
chicha, y de la fruta se ausentan en bandadas a trabajar por las haciendas y los 
campos y no pocos se van también a las minas y a las fiestas que hay algunas 
veces...: cuando se ausentan lo hacen sin pedir permiso y aún sin saberse, y no 
basta atraerlos y aconsejarlos, porque semejante clase de gentes sólo se go- 
bierna por su antojo y libertad, aunque sepan que van a perder en convenien- 
cas." Pe; 


Junto a estos los “malos trabajadores” se señalaba la existencia de “otros 
tantos más vagos que siempre están a ellos agregados”'*. Esto lo mencionaba un 
hacendado, en 1806, cuando hacía sugerencias para los adelantos de la obra del 
canal del Maipo. 

El discurso es una muestra de la incomprensión de los procesos de ajuste de la 
estructura económica, porque el peón debía desplazarse para trabajar, pero eso lo 
hacía sospechoso. Esta imcomprensión, le quita lógica al discurso en la realidad. 
Por ejemplo, los pobres se veían rodeados de esta ambigijedad respecto a ser, al 
mismo tiempo, sujetos de compasión y objetos de corrección porque había unos 
buenos y otros malos, límite poco claro. La capital se había visto en la obligación 
de crear un Hospicio para pobres bajo el gobierno de Amat, sin embargo, en 1803 
se solicitaron por segunda vez fondos para un hospicio de “subsistencia” para 
evitar “la mendicidad de unos y el ocio de otros y por consiguiente su vida de- 
lincuente”'%, 

El discurso sobre la ociosidad también se desdibuja al confrontarlo con las 
condiciones reales de la oferta de trabajo. La actitud refractaria a él era más bien 
carencia de oferta o irregularidad de la misma: cesantía. Sin embargo, sólo a fines 
del siglo xvIn, algunos ilustrados y autoridades coloniales admitían que había 


10% “Expediente sobre aprobación del asiento de la obra del canal del Maipo propuesto por 
Don Manuel Mena al Cabildo de Santiago, junio 1806”, en A.N.C.G,, vol. 662, foja 29v. 

19 Op. cit., foja 3v. 

10% “Acta del Cabildo de Santiago 9 de marzo 1803”, en Actas del Cabildo de Santiago, tomo 
XXXVI, pág. 89. 
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pobres que no lo eran por ociosos y viciosos y hombres sin trabajo no por su 
voluntad. E incluso se pensó en aplicar medidas de preparación de mano de obra 
especializada o de “reconversión laboral”. En 1797 el cabildo de Santiago plantea- 
ba que, si se ponía en aprendizaje a los muchachos capaces de aprender oficio 


“podría disminuirse el número de pordioseros y pobres fingidos... cercenan- 
do estas dos clases de pobres, los que restan son muy pocos, y aunque las 
limosnas sean cortas podrán mantenerse, algunos del todo, como los ancia- 
nos, achacosos o inactivos absolutamente por cualquier caso, o en parte si son 
capaces de ayudar a su sustento, algunos de ellos en sus casas otros en un 
laboratorio o servicio público...”'%, 


Esta opinión ilustrada criticaba el discurso que pesaba sobre la mano de obra, 
eso sí que no dejaba de atribuir a la ociosidad el carácter de madre de todos los 
vicios, pero no la consideraba un asunto de naturaleza sino que de circunstancia, 
esto es, no como una actitud o disposición frente al trabajo, sino que como ausen- 
cia de medios en qué ocuparse. Manuel de Salas explicaba de esta forma, la si- 
guiente escena de fines del siglo: 


“es más común que ver en los mismos campos que acaban de producir pingiies 
cosechas, extendidos para pedir limosna el pan, los brazos que las recogieron, y 
tal vez en el lugar donde acaban de venderse la fanega de trigo... quien a prime- 
ra vista nota esta contradicción... desata luego el enigma concluyendo que la 
causa es la innata desidia que se ha creído carácter de los indios, y que ha 
contaminado a todos los nacidos en el continente, aumentada y fomentada por 
la abundancia. O más indulgentes, buscando causas ocultas o misteriosas, lo 
atribuyen al clima; pero ninguno se toma el trabajo de analizar, ni se abate a 
buscar razones más sencillas y verosímiles. La flojedad y molicie que se atribu- 
ye a estos pueblos es un error; sí, Excmo. Sr., es un error que he palpado 
muchas veces y he hecho observar a hombres despreocupados. Todos los días 
se ven en las plazas y calles, jornaleros robustos ofreciendo sus servicios, mal- 
baratados, a cambio de especies, muchas inútiles, y a precios altos. Se ven 
amanecer en las puertas de las casas de campo mendigando ocupación, y a sus 
dueños en la triste necesidad de despedirlos. Soy continuo espectador de esto 
mismo en las obras públicas de la capital, en que se presentan enjambres de 
infelices a solicitar trabajo, rogando se les admita, y con tal eficacia que por no 
aumentar su miseria con la repulsa, o hacerla con decencia, les propuse por 
jornal en el invierno un real de plata, y la mitad a los niños... Concurre así 
cuanta gente admiten los fondos, sin que jamás haya dejado de sobrar... Nadie 
dirá que ha dejado una obra o labor por falta de brazos. Apenas se anuncia 
alguna cuando ocurren a centenares. Las cosechas de trigo que necesitan a un 


10 “Acta del Cabildo de Santiago 22 de agosto 1797”, en of. cif., pág. 32. 
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tiempo de muchos jornaleros, se hacen oportunamente a pesar de su abundan- 
cia; las vendimias que requieren más operarios que las de España por el distin- 
to beneficio que se da al vino, se hacen todas en unos mismos días con sólo 
hombres. Las minas que ofrecen un trabajo duro, sobra quiénes lo deseen. Con- 
que no es desidia lo que domina; es la falta de ocupación que los hace desidiosos 
por necesidad a algunos la mayor parte del año que cesan los trabajos, y a otros 
el más tiempo de su vida que no lo hallan...”'”, 


El letrado hacía hincapié en la deficiencia estructural de la oferta de trabajo y 
agregaba que, la precariedad a que estaba expuesto el trabajador, generaba “el 
funesto uso de los medios de sofocar la razón, de suspender el peso de una exis- 
tencia triste y lánguida; de aquellos brebajes con que los infelices al pretexto de 
divertir sus aflicciones, parecen que buscan un remedio para el de vivir...”'%%, 
Miguel de Lastarria, otro exponente de la ilustración, en 1798 computaba la po- 
blación de Chile en 350.000 habitantes teniendo como esquema de distribución 
el concepto de “población activa”. Así, 98.814 personas eran hombres mayores de 
17 años ocupados en agricultura, minas, comercio, artes y oficios, oficios espiri- 
tuales, civiles y militares y 17.500, de la misma edad, se encontraban sin ocupa- 
ción, esto es, el 5% de la población estaba ociosa o cesante*”. 

Por esto, la creación del Hospicio de Pobres, en 1803, tenía el cariz de un 
llamado de atención a las conciencias cristianas que se habían olvidado, o que 
más bien, habían desechado la existencia de “verdaderos pobres”. El gobernador 
Luis Muñoz de Guzmán, señalaba que había 


“resuelto formalizar un hospicio para recoger en él a los pobres mendigos de 
que abunda esta capital, y que para su subsistencia cuento con la limosna que 
de el vecindario que aunque se liberta de tener a la puerta quien le clame no 
puede eludir la obligación evangélica de socorrer al necesitado... Y como 
después del interés personal que supongo en cada uno de los señores regidores 
por el bien de la pobreza socorrida; los miro a todos en unión haciendo cabeza 
del pueblo... para que todas las clases de la República que pierden de vista el 
compasivo aspecto de la mendiguez no padezcan frialdad en la caridad para 
ayudar a la manutención de los pobres de Cristo recogidos piadosamente en 
el Santo Hospicio que les prepara la caridad cristiana de esta ciudad...”*'”. 


107 Miguel Ángel Cruchaga, Estudio sobre la organización económica y la Hacienda Pública de 
Chile, tomo 11, documento reproducido “Representación al ministerio de Hacienda hecha por el 
señor Don Manuel de Salas síndico de este Real Consulado, sobre el estado de la agricultura, 
industria y comercio de este Reino de Chile. Santiago de Chile 12 de marzo de 1798”, págs. 149- 
204, cita en la pág. 151 y 152. 

108 Op. cit., pág. 153. 

10% Barros Arana, 0f. cit., pág. 423. 

10 “Oficio del Gobernador Don Luis Muñoz de Guzmán al Cabildo de Santiago sobre la 
fundación de un Hospicio de Pobres, 7 de marzo 1803”, en A.N.F.V., vol. 237, pieza 4473a, foja 
192-192v. 
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La decisión de que los pobres fingidos eran los más abundantes en el reino, 
llenaba a éste de ociosos. Con ello la gente pobre adquiría el tinte de “peligrosa”. 
Los campos, minas y la ciudad no estaban poblados por miserables, sino que por 
potenciales criminales. La opción del ocio, como discurso ante la miseria, es lo 
que se refleja en lo que podríamos denominar el predominio de la cárcel por 
sobre el hospicio. Las comunicaciones que llegaban al gobierno central, sobre el 
estado de las cárceles y la falta de prisiones, desde los distintos partidos y sobre 
todo de la capital, eran numerosas. Pero nadie solicitaba la creación de hospicios 
y en Santiago esto se verificó como real intención, sólo a principios del siglo XIX. 

En este contexto, también se inserta el rasgo de población “no sumisa” que 
Zañartu agregó a las características de la plebe. Esta era temida por su posible 
sublevación y el corregidor legitimaba sus medidas represivas, apoyado en que 
no le: 


“haya servido de ejemplo ni temor a la plebe los severos y ejemplares casti- 
gos que se han ejecutado con los delincuentes que se han encontrado de esta 
naturaleza (ni tampoco) las dobladas rondas que de tiempo a esta parte se han 
levantado a causa de los bandidos que aún han tenido el atrevimiento de 
hacer oposición a la justicia...”*"". 


El discurso de la ociosidad como discurso sobre el trabajo y la criminalidad 
tiene dos productos concretos. La primera, la opinión desfavorable respecto del 
trabajador, sobre todo del peón que hace de él un vago por naturaleza. Esta cali- 
dad hizo de él una especie de ladrón no sólo por lo que podía de hecho robar, sino 
también por las pérdidas en que incurría el hacendado o el contratista con sus 
ausencias y pagas por adelantado. Por otro lado, era considerado un mal trabaja- 
dor: perezoso e inclinado al vicio. En 1806, Manuel Mena, presentaba al Cabildo 
de Santiago una propuesta para concluir la obra del canal del Maipo cuyo retraso 
atribuía, principalmente, al mal manejo que se hacía de los peones. Su preocupa- 
ción partía de un interés particular, ya que su hacienda es cruzada por la obra, 
declarando que “los trabajadores como gente osada y acostumbrada al pillaje, se 
juntan con frecuencia en partidas de pandillas para robarle toda clase de gana- 
dos”. Advertía que, la buena conducción de los trabajos dependía absolutamente 
de aquel que las dirigía y no del “perezoso trabajador que sólo busca modos de 
evitar o aminorar el trabajo”. Se permitía hacer estas sugerencias porque, en su 
calidad de hacendado, tenía experiencia suficiente en el manejo de esta gente. 
Para él, sólo era cosa de observar que por lo común 


“los hacendados en sus faenas cuenten arreglado el trabajo, fiando la direc- 
ción a un sólo subalterno, bajo el seguro principio de que esa gente más se 


contiene con maña que con fuerza.. yo sólo tengo experiencia propia y heredada... 


li “Expediente sobre inconvenientee de pulperías marginales por mujeres...”, 0f. cit., f. 271. 
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me he criado manteniendo al menos ciento cincuenta hombres en mis minas 
de San Pedro Nolasco...”'*?. 


El Cabildo, por su parte, opinaba que la falta de adelanto en la obra, los robos 
y pillajes no se debían a un mal manejo de la mano de obra, sino que a su natura- 
leza, “¿había algo que extrañar en la barbarie, en la miseria y en la mala inclina- 
ción de esta considerable porción de hombres sin educación sin costumbres bue- 
nas y aun sin temor?”**, 

La segunda rama de este discurso es la asignación, al estado de pobreza, de 
connotaciones morales. La pobreza era un estado de indefección en que toda 
perversión era posible, principalmente, porque ahora se la pensaba como resul- 
tante del ocio, de la falta de aplicación al trabajo. En 1780, Dionisio Cervantes y 
sus cuatro hijos, fueron absueltos del cargo de aposentadores de facinerosos al 
comprobarse que habían sido objeto del abuso de autoridad de un Alcalde de la 
Santa Hermandad que había querido vengarse de “Don Dionisio” por medio de 
su cargo. El principal fundamento de la defensa, se basaba en que 


“unos hombres que no tienen necesidad de cosa alguna se expongan con total 
deshonor suyo a ejecutar tan feos y abominables hechos, que lo haga un pobre 
y que totalmente carece de facultades, no es tanto de admirar pues a todo obliga la 
pobreza, pero que lo ejecute quien tiene, y que aún le sobra es cosa repugnante, 
con que verificándose en mis partes esta abundancia tan envidiada del juez 
denunciador...”'*, 


Ociosidad y vagancia sellan su unión discursiva en el siglo xvm. El fiscal 
Joaquín Pérez de Uriondo, en 1786, la expone muy bien al señalar: 


“que la ociosidad y la vagancia son la principal vara de los desórdenes y 
delitos y el modo de extirpar éstos es evitar aquélla. Enseña mucha malicia, 
es sentina de todos los males, madrastra de las virtudes, entrada para todos los 
vicios, puerta para los malos deseos, principio de la destrucción y tala de la 
República según se define en varios lugares de la Escritura y de los Santos 
Padres. Los hombres ociosos son pestes y polilla de la República, porque al 
mismo tiempo que gastan y viven con el sustento y trabajo de los unos, co- 
rrompen las buenas costumbres de los otros”'”", 


112 “Expediente sobre aprobación del asiento de la obra del canal del Maipo propuesto por 
Don Manuel Mena al Cabildo de Santiago, junio 1806”, en A.N.C.G., vol. 662, fojas 2-29v. 

113 Ibid. 

!H “Autos criminales contra Dionisio Cervantes y sus cuatro hijos por aposentadores de 
facinerosos”, en A.N.C.G., vol. 316, fojas 1 a 120, cita foja 51. 

!B Citado por Eduardo Cavieres F., “Sociedad rural y marginalidad social en el Chile tradicional, 
1750-1860”, págs. 91-105, cita págs. 100 y 101. 
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A fines del siglo xix Daniel Barros Grez, novelista y funcionario público, 
coincide plenamente con el fiscal del siglo xvi haciéndose portavoz de un discur- 
so secular. Escribía en su obra inédita Reforma al sistema de prisiones que: 


“la ociosidad y la vagancia... no son las menores de las causas que obran en el 
desarrollo de nuestra criminalidad. Debemos tomar en cuenta dos esferas de 
la vagancia: la nómade o de los campos, i de las ciudades, que se halla más o 
menos domiciliada. Aquella se presenta ya aisladamente, ya en grupos, indi 
viduos que recorren el país siempre con el fin oi terrible de encontrar trabajo, 
i muchas veces con el oculto i verdadero de hallar qué robar impunemente, 
mientras la segunda hace que en los barrios apartados, i aún en las principales 
calles de nuestras ciudades, vagos i malentretenidos, que sin domicilio fijo o 
no, carecen de oficio i beneficios lícitos. La capital de la República está infes- 
tada de estos bichos, verdadera carcoma de las sociedades...”'', 


Algunas causas que aparecen bajo la denominación de ladrones, de hurtos o 
excesos, presentan como argumento deliberativo, en el fallo o en la vista del fiscal 
del crimen, que las conductas desviadas se debían a que los implicados eran 
vagabundos o porque llevaban una vida ociosa . Es el caso de Mateo Solís, de 
1804, procesado por el robo de una vaca en Santiago. El fiscal del crimen, doctor 
Arostegui, señalaba que los delitos del reo se justificaban por lo siguiente “la 
relación que hace del modo de vida que tiene, se viene en conocimiento de ser 
una vida holgazana inclinado al robo”'”. 

Así, las causas criminales recopiladas para esta investigación, no constituyen 
una muestra del total de la población que modernamente consideramos vaga, sino 
sólo un testimonio de la puesta en práctica del discurso sobre la ociosidad y de la 
configuración de la tipología de la vagancia que hoy consideramos como tal y que 
asociamos a delincuencia y a pobreza. Por esta razón es mejor hablar de delitos de 
vagancia, por la variedad de conductas que fue aglutinando, de ahí también el 
término de tipología de la vagancia usado para analizar su “vivencia”. Por otra 
parte, los individuos implicados en las causas, eran aquellos cuya “incorregibilidad” 
y su total “identificación” (problemas que se detallan en la segunda parte), permi- 
tían la puesta en marcha de los mecanismos judiciales. Tuvieron la importante 
misión de servir de ejemplo al resto de la población susceptible, por “naturaleza”, 
de caer en los mismos vicios que ellos. La vagancia como actitud implica una 
acción: es “estar” sin oficio ni ocupación. En los diccionarios es descrita como la 
acción y efecto de vagar, lo que se entiende, por un lado, como “andar, estar ocioso, 
pasar la vida en la ociosidad y la vagancia, sin oficio ni beneficio, ser un holgazán, 


!I* Daniel Barros Grez, “Reforma al sistema de prisiones”, foja 98, capítulo v: “La criminalidad 
y el sistema judicial en Chile”. 

19 “CC. contra Mateo Solís por ladrón. Santiago. 1804-1805”, en A.N.R.A,, vol. 2.578, 
pieza 10%. Acusación del fiscal del crimen 19-2-1805, foja 162. 
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un vago: carecer de un modo decoroso de vivir” y también como “estarse todo el 
tiempo demás, huir del trabajo, de las ocupaciones, pasar el tiempo hecho un vago”*", 
En 1782 se decía que la gente ociosa y vagabunda se entendía ser toda aquella que 
vivía sin destino, ocupación y trabajo de qué poderse mantener'*. 


EL CASTIGO DE LOS VAGOS PARA EJEMPLO Y CORRECCIÓN DE LOS DEMÁS 


La aplicación de la justicia criminal estaba en manos de la Real Audiencia, cada 
uno de sus jueces estaba facultado para encargarse tanto de los asuntos civiles, 
como de los criminales. La idea de separar ambas esferas, en 1758, no pareció 
adecuada a los letrados de este tribunal y rechazaron la petición hecha, en ese 
sentido, por el gobernador Amat. El problema de la criminalidad fue una de las 
primeras y obsesivas preocupaciones de los gobernadores y sobre todo de los 
hacendados, consiguiendo estos últimos la facultad de iniciar un proceso criminal 
aunque no la de sentenciar, como ya hemos visto. 

Administrar justicia por medio del proceso judicial, chocaba con el ánimo de 
corregir rápidamente por parte de las autoridades políticas. El problema quedó 
expuesto por el gobernador Amat al iniciarse la segunda mitad del siglo xv. Este 
debate se prolongó hasta el siglo xIx. Así, en 1811, se hizo necesario realizar una 
investigación sobre la condena de los reos debido al abuso y exceso cometido por 
los jueces de comisión y de los alcaldes ordinarios, que destinaban a los criminosos 
a las obras públicas sin mediación de una causa, situación que no sólo se manifesta- 
ba en la capital sino, también, en las villas de los otros partidos del reino. 

El conflicto fue constante, con triunfos temporales de uno y otro bando y, por 
supuesto, con irregularidades y corrupción. Un auto acordado de 20 de febrero de 
1796, había aprobado “que pudiesen las justicias ordinarias destinar por dos meses 
a las obras públicas a reos de delitos leves... sin proceso ni consulta”'. Esto 
significaba la legalización de una situación de hecho que incluso había derivado 
en la erección de un “Juzgado de Rematados” en 1786, que tenía como objetivo 
supervigilar el estado de las causas y el cumplimiento del tiempo de las condenas. 
Pero, en 1808, el Rey declaró que este juzgado no era de su aprobación, porque 
esas funciones le correspondían a la Real Audiencia. El monarca insistió también 
en la ilegalidad de condenar sin proceso ni consulta y en que no era de justicia ser 
condenado sin estar legítimamente convicto, probada la culpabilidad mediante 
una sumaria y la confesión. En este conflicto también intervino el cabildo de 
Santiago que, en 1805, manifestaba que imponer la obligatoriedad de la forma- 
ción de causas 


11% Domínguez, 0f. cit, tomo 11, pág. 1.697. 

19 “Título de juez de comisión concedido a Domingo Pais, Santiago 13/8/1781”, en A.N.C.G,, 
vol. 928, foja 266v. 

1% “Expediente sobre las condenas de los reos promovido por los alcaldes ordinarios de la 
ciudad de Santiago. Santiago, febrero 1811”, en A.N.C.G., vol. 696, foja 178v. 
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“no puede menos que traer muy malas consecuencias a las costumbres de esta 
plebe, naturalmente inclinada a toda clase de vicios y de delitos, en que tal 
algo se contenía con las providencias a confinados, sin las dilaciones de la 
formación de una causa criminal, por uno o dos meses a trabajar en las obras 
públicas... que parece una cosa ridícula que por unos robos de ocho reales, de 
una bestia inservible, de un poncho viejo y otros semejantes que son los que 
diariamente ocurren se haya de formar una causa por escrito...”'!, 


La Real Audiencia republicana tuvo que entregar fundamentos más profun- 
dos para explicar por qué se faltaba a la justicia al condenar sin el procedimiento 
debido cosa que sucedió aún existiendo la reprobación real y que se constataba 
con sólo indagar un poco en el presidio de las obras públicas. En 1811 expresaba 
lo siguiente: 


“que no puede negarse que la confinación a las obras públicas, sea por el 
tiempo que fuese, es una pena, que el verlos trabajar públicamente arrastran- 
do una cadena o sin ella, causa infamias, que aunque sean regularmente gen- 
tes de casta los individuos a quienes se les impone ese castigo, son siempre 
unos hombres, que tienen derecho a que se les administre justicia y que no se 
les haga perder su tal o cual reputación, por lo cual las leyes no hacen para la 
Audiencia, del delincuente y comprobación de su crimen, distinción alguna 
de personas...”2, 


Tan fuerte fue la presión de las instituciones civiles y de las autoridades que 
incluso se debió recordar que se trataba de un asunto de derecho natural, que las 
gentes de “casta” también eran “hombres”. El trasfondo antropológico del discur- 
so sobre la plebe fue tan poderoso , que los catalogados como plebeyos se hiceron 
acreedores de castigos y medidas “infamatorias” para los “seres humanos”. La 
Real Audiencia tuvo que aclarar que las penas, aunque fuesen en pro de la en- 
mienda de los delincuentes y la corrección de la plebe, debían ser cuidadosamen- 
te aplicadas para que no atentasen o hiciesen peligrar a la propia justicia de la 
cual emanaban y, sobre todo, para no correr el riesgo de dañar: la inocencia y la 
impunidad de los reos que podría acarrear el 


“perjuicio de la réplica y por ello es preciso concluir que es necesaria y 
arreglada a todo derecho la consulta y aprobación del Tribunal Superior, 
antes de la ejecución de cualesquiera pena, y más cuando, después de consul- 
tar con esta diligencia legal los sagrados derechos del hombre, no padece 
retardo alguno la ejecución de tales condenas...”*?. 


Y! Acta del Cabildo de Santiago 27 noviembre 1805, en op. cit., tomo XXXVI, pág. 150. 
“Expediente sobre las condenas...” 0f. cit., foja 178v. 
19 Ibid. 
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Nadie se libraría del castigo porque se estaba convencido de su necesidad, 
pero debía cumplirse con el “trámite legal” para que fuese impuesto en derecho. 
El mayor conflicto entre poder “intelectual” y poder “fáctico” estuvo representa- 
do por la Real Audiencia y el mentado corregidor de Santiago, Manuel Zañartu 
quien, a costa de delincuentes, llevó a cabo su plan de obras públicas. El máximo 
tribunal consideró necesario frenar las ansias del funcionario pidiéndole, en 1777, 
una rendición de cuentas sobre todos los reos de la cárcel y de los destinados a las 
obras. La molestia de la Real Audiencia tenía su origen en lo que ella consideraba 
una falta de respeto del corregidor hacia la justicia 


“el de atreverse a condecorar con el título, o despreciado o poco conocido de 
Tenientes suyos a tres personas...poco acreditadas en contravención de las 
leyes: el de fiarse el cargo de estos además de otros ministerios graves la 
parte inicial, o iniciativa de la justicia y criminalidad... de que han solido salir 
los alcaldes ordinarios ultrajados, como en las pasadas ocurrencias del año de 
setecientos setenta y tres ... tan indecoroso manejo y conducta parece propia- 
mente un juguete hecho con la Real Jurisdicción, que no puede tener otro 
origen, que o la insuficiencia que se ha querido atribuir el Corregidor para 
llenar por sí solo el cargo de su oficio por sus ocupaciones ajenas, o ausencias 
voluntarias, o su anhelo en abultar la necesidad pretextada...”'?*, 


Zañartu había sobrepasado las atribuciones que poseía y delegado, en otros, 
sus propias funciones. La cita habla de la exageración de una necesidad, esta era la 
de controlar a la “plebe” la que -a juicio del corregidor— había dejado de ser 
sumisa y por ello requería de ayudantes. Justificaba la ausencia de estos a declarar 
por temor —infundado— porque sólo habían cumplido con su “deber” 


“sobresaltados y conmovidos de un terror pánico... creídos de que les pueda 
sobrevenir algún perjuicio a su quietud sin más delito que cumplir con la 
obligación no propia, y así sólo por concurrir al desempeño de su corregidor 
conteniendo los excesos de la plebe... y habiendo observado el exponente 
igual novedad en los encadenados, y aún en la plebe suelta faltando ya aque- 
lla sumisa y reverente sujeción en que antes se hallaban... siendo así que los 
ayudantes gozan mayor sueldo... que es la única ronda que queda para ocurrir 
a la sujeción de una plebe desordenada extendida en un dilatado pueblo, cuya 
circunferencia no es fácil de celar aun diez rondas que hubieran...”'”. 


El corregidor asumió el control de la plebe como un cometido personal y 
como un asunto de seguridad pública, sintiéndose incomprendido en su empresa. 


!* “Expediente sobre noticia que debe darse de todos los reos que existen en la cárcel, y de los 
destinados a las obras públicas. Santiago, Mayo 1777”, en A.N.R.A., vol. 2.106, foja 114-114v. 

2 “Informe del corregidor Zañartu al Presidente y Gobernador, Santiago 11 mayo 1777”; 
“Expediente sobre noticia que debe darse de todos los reos”, “tr”, pieza 59; , en A.N.R.A,, vol. 
2.106, fojas 109v y 110. 
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Pero la crítica del tribunal se abocaba al tema de la corrupción y a los métodos 
utilizados por el funcionario, más que a la opinión que éste tenía de la plebe: 


“mientras que el corregidor, no perdonando expresión que aplauda su celo su 
vigilancia y amor a la justicia, descubre su sistema de hacerse formidable por 
el rigor en sus castigos y mandatos, da suficientemente a entender su facilidad 
rechazada diferentes veces para deslumbrar acerca de sus mismas irregulari- 
dades, y precipitaciones...”'”. 


La revisión de los procedimientos de la justicia criminal, que realizaban letra- 
dos de discurso ilustrado de la nueva vida republicana, incluyó también un balan- 
ce de las causas de la criminalidad. El vicio y el crimen no dejaban de ser consi- 
deradas cualidades inherentes de la plebe, pero la explicación de su presencia en 
ella no radicaba precisamente en la ociosidad. Se intentaban explicaciones más 
“científicas”, identificando causas, por sobre “naturalezas” 


“la experiencia de muchos años había acreditado que la frecuencia de homi- 
cidios en esta ciudad y todo el reino, y la de heridas y riñas provenía de la 
facilidad de cargar cuchillo los plebeyos, y de su propensión a la embriaguez. 
Para contener estos excesos fue preciso acordar el castigo a los primeros de 
doce azotes en el rollo público y de otros tantos en la reja de la real cárcel a 
los segundos...”*”. 


La justicia criminal del siglo xvi distinguía tres tipos de criminales: los 
agresores, los delincuentes y los viciosos. Aunque nos parece que a todos los 
criminales se le asignaban estas calidades. ¿Eran los vagos considerados delin- 
cuentes de la misma calaña que los homicidas, por ejemplo?, ¿los castigos eran 
aplicados según estas distinciones, o sólo importaba corregir sin tomar en cuenta 
la idea de castigo proporcional al delito? Un documento del año 1783 da alguna 
información al respecto. Agustín Bahamondes solicitó, en ese año, una autoriza- 
ción para ser juez de comisión en el partido de Colchagua. El gobernador del 
reino accedió a su petición, pero mandó que debía informar mes a mes sobre el 
estado de las causas que llevaba tanto de “los criminosos mayores”, como “de los 
por leves delitos por ociosos y vagabundos”'**. Por tanto, los que incurrían en 
delitos de vagancia, los vagos, eran delincuentes menores. 


1% “Expediente sobre noticia que debe darse...”, 0p. cit; “Oficio del fiscal del crimen Dr. 
Zerdán al Presidente y Gobernador respecto del informe del corregidor Zañartu, Stgo. 15 de mayo 
de 1777”, en A.N.R.A., vol. 2.106, foja 112v. 

1% “Expediente sobre las condenas de los reos promovido por los alcaldes ordinarios de la 
ciudad de Santiago, febrero 1811”, en A.N.C.G., vol. 696, foja 178. Esta misma opinión ya había 
sido expuesta por la Real Audiencia en 1756 y en 1807. 

“Autos de Mercedes González contra Agustín Bahamondes juez de comisión del partido de 
Colchagua. Febrero de 1783”, en A.N.C.G., vol. 149, foja 412. 
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En 1808, cuando el Cabildo solicitó la supresión del presidio de San Pablo, se 
insistió nuevamente en esta distinción. En el problema influía la necesidad de 
corregir con prontitud. El Cabildo abogaba por la supresión del recinto presen- 
tando como argumentos la reducción de costos y que no importaba qué tipo de 
ociosos asumieran los trabajos públicos . En razón de ello, el presidio sería inne- 
cesario al existir la cárcel'”. Pero el fiscal del Rey manifestó que si no existiera el 
presidio la cárcel no daría abasto y que, además, no se lograría el pronto castigo 
de los delincuentes “rateros y diarios transgresores de bandos”. Consideraba que 
era su obligación recordar a las autoridades, ejecutivas y municipales, que el 
objetivo del presidio no era la obtención de mano de obra sino que dar “pronta 
corrección a la multitud de ociosos, ebrios y demás gentes complicadas en peque- 
ños delitos, que no hay subalternos de fe para procesarlos ni sería conforme a 
equidad condenarlos a trabajos duros, ni distantes de la capital”'”. 

En esta opinión se encuentra implícita la idea de castigo proporcional al 
delito. Pero todos los delitos eran acreedores al mismo tipo de castigo: el trabajo. 
Era el único medio de corrección posible, el antídoto del ocio. Por tanto, la pro- 
porcionalidad del castigo como ideal de justicia, era una idea muy “moderna” 
para triunfar ante la de “castigo ejemplar” y “vindicta pública”. Hay que detener- 
se un poco en esto para intentar comprender cuál era el fundamento de las penas 
aplicadas a los vagos y los castigos que correspondían a los delitos de vagancia. 
La “vindicta pública” era la venganza de la sociedad contra sus agresores. Dado 
que no se podía causar a todos y cada uno de ellos, se recurrió a una suerte de 
“economía del castigo” a través de la idea de “castigo ejemplar”**, Esto quiere 
decir que, el castigo infligido en un representante de un determinado delito, debía 
servir para el escarmiento del resto de la población: la corrección-educación por 
medio del ejemplo. Uno sólo se hacía cargo de la sed de venganza de la sociedad. 
Así queda expuesto en la causa contra Juan Antonio Zapata por “vagabundo y 
ladrón”: “se le de el castigo correspondiente a sus delitos y que de su ejemplo 
tengan enmienda los vivientes y quede satisfecha la vindicta pública”'*”, 

El trabajo como castigo era una “terapia” que debía servir de ejemplo. Pero el 
vago, como criminal, también podía ser objeto de “eliminación” del espacio so- 
cial: la condena de destierro. Si se observa el cuadro N?1, que trata del destino 
dado a los implicados en delitos de vagancia, se tiene que el 56,84% de ellos fue 
condenado al destierro. La fórmula corriente de la sentencia era que se lo conde- 
naba a tantos años de destierro, a tal parte, a servir a las obras públicas de su 
majestad; esto era una conjunción de ambas ideas. Interesante es constatar que la 


12% “Acta del Cabildo de Santiago 22 marzo 1808”, en “Expediente del procurador de la 
ciudad sobre supresión del presidio de Santiago y aplicación de sus gastos a la obra del canal de 
Maipo, Stgo. 1808”, A.N.R.A., vol. 1.608, pieza 89, foja 135. 

130 Op. cit., Oficio del agente fiscal del crimen 20 de octubre 1808, foja 147v. 

15 Michel Foucault, Vigilar y castigar, nacimiento de la prision, ver capítulo 1 “Castigo”. 

132 “Causa criminal contra Juan Antonio Zapata mulato por vagabundo y ladrón. Colchagua. 
1749”, en A.N.C.G., vol. 288, Auto cabeza de proceso, foja 286. 
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Real Audiencia consideraba que el envío a las obras públicas de Santiago de reos 
de otros partidos, era un disimulado destierro**. 


Cuadro N* 1 


DESTINO DE LOS IMPLICADOS EN DELITOS DE VAGANCIA 


(1686-1814) 


Universo 315 causas criminales. Causas con esta información 190=63% 


Destino Tiempo del destino Subtotal Porcentaje 
del total 
Obras públicas a: 47 24,73% 
Santiago 8 días: 3; 17 días: 7; 1 mes: 8 40(1) 21% 
2 meses: 3; 3 meses: 2; 
4 meses: 3; 6 meses: 2 
l año: 4; 2 años: 7 
4 años: 1; sin tiempo: 1 
Concepción l año: 1 7 3,68% 
San Felipe l mes: 1 
Talca 1 mes: 3; 2 meses: 1 
Yumbel 4 años 
Destierro (incluye 108 56,84% 
servir a ración y sin 
sueldo en las obras 
públicas del lugar) a 
Valdivia 6 meses: 1;1 año:7 2 años: 13; 50 (4) 26,31% 
3 años:3 (2) 4 años: 14;5 años: 2 (3) 
6 años: 5/8 años: 2/10 años: 4 
Isla de Juan l año: 2; 2 años: 5; 3 años: 2; 30 (6) 15,78% 
Fernández 4 años: 6 (5) 5 años: 1; 6 años: 7 
8 años: 3 ;10 años: 5; sin tiempo: l; 
perpetuo: 1 
Plaza de Arauco 2 años: 2; 4 años: 3 16 8,42% 
Plaza de Santa 2 años: 1; 3 años: 1 
Bárbara sin tiempo:1 
Plaza de Purén l año: 1 
Plaza de Tucapel 2 años: 1 
Plaza de Yumbel 2 años: 3; 3 años: 1 
Sólo dice “a la 4 años: 1 
frontera” 2 años: 1 (7) 


1:4R presentación del subdelegado de Colchagua sobre remisión de reos a obras públicas de 
la Capital y de mujeres delincuentes a la casa de recogidas. 1798-1799”, vista del agente fiscal en 
lo civil 19-2-1799, en A.N.R.A., vol. 2.942, pieza 1% foja 5. 


Destino Tiempo del destino Subtotal Porcentaje 


del totalz 
Valparaíso 
Del partido Colchagua l año: 1 3 1,57% 
Los Ángeles 10 años: 1 
Rancagua 3 años: 1 
Al Callao l año: 1 sin tiempo: 2 
Lima 10 años: 1 
Castillo de 
Bocachica 
(Panamá) 
Sin lugar ni tiempo 5 5 2,63% 
Sólo Vergiienza 4 2,10% 
pública 
Azotes más 25 azotes: 1 4 2,10% 
rapado de cabeza 200 azotes: 3 
y cejas 
Cárcel 9 4,73% 
+ No se menciona 9 4,73% 
, el tiempo: 8 
/ Hasta que se case: 1 
Otros 22 11,57% 
Asignados a servir 5 2,63% 
a particulares: 
-en un convento 2 meses: 1; l año:l 
—a un maestro de sin tiempo: 1; a un bordador: 1 
oficio a un zapatero: 1 
Sea vendido 
fuera del reino (1 esclavo) 
Devuelto a su 
convento 1 
Muertos en las 
obras públicas 
antes de la 
sentencia 2 
Pena de muerte 1 
Libres por indulto real: 3 14 7,36% 
entregado a la madre: 1 
por buena conducta: 1 
con amonestación: 8 
Totales 190 100% 
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NOTAS: 
16 de los casos incluyen venganza pública. 
? además de un año en que no podía acercarse a menos de 50 leguas a Santiago. 
* dos de ellos aplicados al servicio de las armas. 
12 de los casos incluyen venganza pública. 
* dos de ellos no podían acercarse a la Villa de San Felipe a menos de 25 leguas. 
% 5 de los casos incluyen venganza pública. 
7 en dos años no podía volver a Santiago. 


Fuentes: A.N.R.A., vols.: 2.477, pág. 10; 2.883, pág. 4; 1.175, pág. 2; 2.719, pág. 13; 2.376, 
pág. 10; 2.510; 1.455, pág. 1; 2.616, pág. 1; 2.578, pág. 10; 2.246, pág. 12; 1.099, pág. 3; 2.378; 
2.291, págs. 1 y 2; 2.943, pág.3; 2.903, pág. 12; 2.482, pág. 4; 2.786, pág. 9; 2.442, pág. 1; 2.812, 
pág. 2; 2.240, pág. 8; 2.996, pág. 8; 2.395, pág. 9; 2.216, pág. 11; 2.217, pág. 9; 1.551, pág. 1; 1.330; 
1.126, pág. 1; 2.430, págs. 14 y 17; 2.601, págs. 9 y 13; 2,551, pág. 12; 2.722, pág. 5; 2.830, pág. 3; 
2.955, pág. 5; 2.607, pág. 8; 2.813, pág. 5; 2.451, pág. 3; 3.017, pág. 2; 2.372, pág. 5; 2.153, pág. 1; 
2.948, pág. 1; 659, pág. 3; 2.229, pág. 5; 2.903, pág. 36; A.N.C.G., vols.: 283-304-307-309-288- 
333-318-327-301-296-299-294; A.N.AJ.T., legajo: 238, pág. 28; 230, pág. 10; A.N.A.J.Co, legajo: 
1150, pág. 5; A.N.A.J.Y., legajo: 8, pág. 7; A.N.AJ.S.F,, legajo: 66 y 67. 


En los castigos que tenían el sentido de vergiienza pública, la noción de 
pecado subyacía a la de delito. Entre ellos tenemos los azotes que se incluían en lo 
que se llamó, propiamente, la vergiienza pública, una suerte de espectáculo: el 
delito se pregonaba en la plaza, el reo era rapado, se le cortaban las cejas y era 
paseado ante los ojos de los habitantes. El apresado, antes de ser enviado a la 
cárcel o al presidio, estaba muchas veces en el cepo de la casa del juez expuesto a 
la vista de todos. Era una deshonra. 

Estar en el presidio atado a una cadena cumplía la misma función de espec- 
táculo. Si los castigos debían ser ejemplares, los actos visuales y notoriamente 
públicos eran los únicos que podían cumplir con ese objetivo: impactar. Incluso 
el reo podía ser marcado cruelmente, como Juan Milla al que se le “cortó las 
narices”**, El ejemplo más notorio de esta idea de “espactáculo” lo encontramos 
en la pena de muerte que, sin duda, su sola mención haría temer. Pero más aún si 
se llevaba a cabo como la ejecutada en la villa de San Agustín de Talca, partido de 
Maule, con motivo de una fuga de reos de la cárcel en 1765. Ese día, las horcas 
debían estar puestas en la plaza: 


“las compañías en las cuatro esquinas de la plaza impidiendo el paso de 
cualquier caballo sólo gente a pie; saldrán los reos en derechura al suplicio 
con guardias competentes, y armas en mano, y sin mas acompañamiento que 
los religiosos auxiliantes... si se pudiere que todos vayan uno tras otro... y de 
no, por falta de verdugo, uno por uno, montados en sus borricos o mulas 
viejas por la mansedumbre... al salir de la cárcel afuera se dará un pregón y el 


lt “C,C, contra Juan Milla por cimarrón y ladrón. Chiloé 1742”, en A.N.C.G., vol. 288, 
testigo Domingo Bustamente, septiembre 1742, foja 186. 
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otro al pie de la horca y de esta suerte se hace la ejecución para que, y no los 
mortifique el verdugo será conveniente ensayarlo antes...”**. 


Luego de esto saldría “el mudo” -que era un vago- a recibir azotes por 
haberse implicado en la fuga, pero como no la había planeado no fue merecedor 
de la muerte aunque sí a la mayor deshonra: “después de colgados los tres saldrá 
el mudo a recibir sus azotes y concluidos será paseado debajo de la horca para 
mayor deshonra suya...”. El espectáculo concluía así: “...Por la tarde se bajarán los 
cuerpos...y cortadas las cabezas y las manos, se remitirán con un cabo, y dos 
hombres a ponerlas en los lugares de su destino, dando sepultura a los cadáveres 
para que sirvan de escarmiento y terror a aquellos salteadores”**. 

El interés por la prisión, no sólo como cárcel sino también como grillo, cepo 
o cadena, podemos relacionarlo con la idea de sujeción. Pero la existencia de 
sistemas que limitan la libertad, trae aparejado el quebrantamiento de ese aprisio- 
namiento. A ojos de las autoridades de la época esas huidas no eran sino una 
muestra del peligro que constituía la plebe, de su desorden y de su falta de suje- 
ción. Si embargo, también se entendía que “los rigores del hambre, desnudez, 
malos tratamientos y garrotazos, por los sobrestantes”'”, eran un riesgo y que, 
para evitar “revoluciones”, se debía procurar “hacer más tolerable la fatiga y 
trabajo de los reos que se destinan”, 

Los lugares de destierro eran las islas de Juan Fernández y la Frontera. Esta se 
extendía desde el partido de Rere, Concepción, hasta el río Biobío comprendien- 
do a los corregimientos de Itata, Puchacay y los fuertes de Valdivia. La distancia 
era la prueba más concreta de la eliminación espacial de los sujetos indeseados, 
aunque útiles en los lugares de destino. El trabajo forzado a que eran incorpora- 
dos los vagos y los delincuentes contribuía a la economía del Reino no porque 
aumentase su riqueza, sino porque ayudaba al ahorro de sus caudales, esto es, a la 
racionalización de los recursos. De hecho, el gobierno del reino de Chile se había 
adelantado a la Corona respecto de la utilización de mano de obra libre y gratuita 
de los ociosos vagabundos y de los delincuentes, específicamente, para la empresa 
de reparo de la frontera. Esta acción fue recomendada y autorizada por una Real 
Cédula de 30 de diciembre de 1757, sin embargo, Carlos 111 en 1759 (por real 
cédula de 22 de marzo) debió aprobar que el gobernador Amat lo hubiese hecho 
antes de que él lo autorizase, comprendiendo que lo había ejecutado por las si- 
guientes razones: 


1 “Expediente formado con motivo de la fuga de varios reos detenidos en la cárcel de esta 
capital de San Agustín de Talca, 1765”, en A.N.R.A., vol. 659, pieza 3”. Informe del corregidor 
Francisco Polloni al gobernador, 25-1-1765, foja 221. 

e Op. cit, la ejecución se lleva a cabo el 7-2-1765. 

7 “Expediente sobre la erección del juzgado de rematados, 1781”, en A.N.R.A,, vol. 2.216, 
pieza 11, confesión del reo 20-11-1752, foja 260v. 

158 “Expediente sobre la sublevación de los reos (3-5-1774) de la obra de la acequia de Maipo, 
Santiago 1774”, en A.N.R.A., vol. 664, foja 61. 
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persiguiendo a los delincuentes hasta agotar, y dejar libres los recintos de sus jurisdic- 
ciones de toda clase de ladrones, amancebados, pendencieros, vagamundos, malentretenidos 
y toda especie de malhechores que sus depravadas y abominables costumbres contagian 
a los demás habitantes y hacen ilusorios los utilísimos fines a que se aspira...” (gober- 
nador Ambrosio O'Higgins, 1788)'*. 


Los criminales y, específicamente, los vagos eran considerados unos sujetos 
“otros” radicalmente distintos, peligrosos al extremo de causar la muerte del 
cuerpo principal, por esto debían ser “extirpados”. 


“- no deben permanecer en el gremio de la sociedad, por ser el pésimo fer- 
mento que la inficiona...”'*, 


“— no son otra cosa que un perverso fermento de la sociedad de cuya enmien- 
da no queda esperanza ninguna, si sólo el que reiterando sus desórdenes la- 
menten muchos sus invasiones, siendo pues preciso que estos tales sean 
condignamente castigados...”'*, 


“- son individuos que dedicados al ocio, a la ebriedad, riñas y provocaciones, 
son como un fermento el más nocivo a la masa de la sociedad, semejantes 
vagamundos no deben permitirse en la comunión de una República bien or- 
denada ( aún cuando no concurren en ellos las pésimas cualidades de sicarios 
y sanguinolentos) [sic]...”'**, 


“- son un miembro corrompido de la sociedad humana: si éste no se corta, y 
separa del todo, con su pestilencial ejemplo infectará a otros incautos precipi- 
tados de sus pasiones, por tanto a fin de que la vindicta pública quede satisfe- 
cha y libre de este contagio el agente lo acusa al exilio...”**”, 


141 “Instrucciones sobre facultades de los diputados de distrito por el Gobernador Ambrosio 
O'Higgins, Stgo. 2 de marzo de 1788”, copia publicada en el Partido de Colchagua, en A.N.F.V., 
vol, 843, pieza 319, fojas 86v y 87. 

142 “CC. contra Francisco Borja Marchan por ocioso vagamundo y atrevido. Colchagua 
1787-1791”, en A.N.R.A., vol. 2.786, pieza 9, acusación del fiscal, Stgo. 9-9-1791, foja 52-52v. 

142 “CC. contra Juan Plaza por ladrón, jugador, ocioso vago y malentretenido. Santiago 
1791”, en A.N.R.A., vol. 2.482, pieza 4, vista del fiscal 26-3-1791, foja 52-52v. 

144 ¿C.C. contra Manuel Redondo por cuchillero y malentretenido, vagamundo y holgazán. 
Santiago, 1793”, en A.N.R.A,, vol. 2.348, pieza 10, vista del fiscal del crimen 3-5-1793, foja 250v. 

143 “C,C. contra Tomás Espinoza por ladrón vagamundo y mal ocupado. Partido del Maule, 
1808-1809”, en A.N.R.A., vol. 2.616, pieza 1, vista del fiscal, Santiago 10-7-1809, foja 12. 
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